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Resumen Ejecutivo
Brasil, el país con mayor biodiversidad del mundo, con 
cerca del 60% de la selva Amazónica en su territorio, 
es especialmente vulnerable a los impactos del cambio 
climático y otros riesgos medioambientales. Brasil 
cuenta con vastos recursos naturales y es uno de los 
mayores exportadores de productos agrícolas, minerales 
y petróleo. Sin embargo, las temperaturas extremas, 
la sequía, la escasez de agua y las inundaciones, 
aunadas a la degradación ambiental provocada por 
actividad humana y a los delitos medioambientales, 
vulneran la seguridad humana y amenazan el desarrollo 
socioeconómico del país. Los grupos vulnerables más 
afectados son los pueblos indígenas y las personas 
refugiadas. 

Si bien, las instituciones civiles brasileñas son las 
principales responsables de la reducción del riesgo de 
desastres (RRD) y la protección del medio ambiente, 
en los últimos años, el sector de seguridad ha 
desempeñado un rol cada vez más relevante al hacer 
frente a los desastres naturales y, especialmente, a 
los delitos medioambientales. Reconociendo que los 
riesgos medioambientales son multifacéticos y requieren 
de cooperación interinstitucional e intersectorial, este 
estudio explora el rol de los agentes de seguridad en la 
preparación en desastres y la protección, así como los 
límites de su participación en la adaptación al cambio 
climático (ACC), la RRD y la protección medioambiental. 

El Gobierno de Brasil y las comunidades brasileñas 
tienen una experiencia invaluable en la protección 
del medio ambiente y la lucha contra los delitos 
medioambientales en un área extensa, compleja y 
biodiversa. Sus enfoques han evolucionado con el 
tiempo y ofrecen perspectivas importantes, por ejemplo, 
en relación con los métodos basados en datos y 
habilitados por la tecnología para hacer frente a los 
delitos ambientales, que son aplicables en una amplia 
gama de contextos. 

El estudio de evaluación identificó el potencial de 
la gobernanza y la reforma del sector de seguridad 
(SSG/R) para reforzar la provisión efectiva de 
seguridad en relación con los riesgos climáticos y 
medioambientales mediante la integración de enfoques 
de seguridad humana en las actividades de preparación 
y protección. Esto implica el fortalecimiento de las 
capacidades de los actores de seguridad, la coordinación 
entre los niveles federal, estatal y municipal, y una 
cooperación intersectorial más estrecha, así como una 
mayor atención a las necesidades de las comunidades 
vulnerables, incluidas las personas migrantes y 
refugiadas. Este informe incluye recomendaciones 
prácticas para los donantes internacionales y las partes 
interesadas del Gobierno brasileño. 

Principales hallazgos
	h El rol de las instituciones de seguridad en la 

protección del medio ambiente ha aumentado en 
los últimos años, sustituyendo en algunos casos los 
esfuerzos anteriores de las agencias de protección 
del medio ambiente para prevenir los delitos 
medioambientales. En el contexto político actual de 
Brasil, es posible que el equilibrio entre las agencias 
de seguridad y las agencias civiles de protección del 
medio ambiente vuelva a cambiar. Sin embargo, el 
alto riesgo de explotación de los recursos naturales 
de la Amazonia y la importancia crítica de proteger 
esta zona, junto con los vínculos entre los delitos 
medioambientales y otras formas de delitos graves, 
sugieren que es probable que el sector de seguridad 
continúe desempeñando un rol destacado en los 
próximos años.  
	� Es importante capitalizar las lecciones aprendidas 

recientes y garantizar una orientación hacia la 
seguridad humana en las futuras operaciones 
de seguridad en este ámbito, para incluir la 
creación de más espacios de diálogo entre las 
instituciones de seguridad y las comunidades. 

	h Brasil cuenta con un amplio marco legislativo para 
la protección del medio ambiente, con disposiciones 
específicas relacionadas con el uso indígena y 
tradicional de los recursos naturales. El marco 
también es complejo, sobre todo en lo que respecta 
a la jurisdicción de las autoridades federales, 
estatales y locales. Si bien sería necesario ahondar 
en la investigación para obtener un mapeo completo 
sobre dónde se producen brechas y solapamientos, 
parece claro que la complejidad puede afectar a 
la puntualidad y eficacia de las respuestas, por 
ejemplo, cuando los delitos contra el medio ambiente 
traspasan las fronteras internas de los estados 
brasileños.

	h Las capacidades de RRD y protección 
medioambiental están distribuidas entre los niveles 
de gobernanza nacional, subnacional y municipal, y 
las capacidades varían significativamente entre 
niveles y actores del sector de seguridad. 
	� Mientras que los sistemas de alerta temprana 

están más difundidos y son más accesibles a 
nivel nacional y en grandes zonas urbanas como 
Río de Janeiro, las comunidades vulnerables, 
incluidos los pueblos indígenas y las personas 
inmigrantes y refugiadas de Boa Vista, Roraima 
(la zona en la que se centra este estudio), tienen 
dificultades para acceder a estos mecanismos. 

	� La Policía Federal requiere el acompañamiento 
de la Policía Militar, del Ejército o de la Marina 
para las operaciones debido a las diferencias 
de equipamiento y capacidad logística. Del 
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mismo modo, las Guardias Municipales y las 
Policías Militares y Cuerpos de Bomberos de 
los Estados a menudo requieren el apoyo del 
Ejército y de la Marina debido a la insuficiencia 
de embarcaciones y/o vehículos. Al igual 
que ocurre con las cuestiones de jurisdicción 
señaladas anteriormente, los resultados son 
una coordinación compleja y diferencias en 
la eficacia y calidad de la prestación de los 
servicios.

	h Los actores del sector de seguridad (especialmente 
a nivel municipal) y las comunidades locales 
manifestaron que las organizaciones del sector 
de seguridad carecen de personal y recursos 
suficientes. El mapeo satelital y las tecnologías de 
monitoreo a distancia han sido clave para superar 
algunas de estas limitaciones de recursos para 
contrarrestar la deforestación y para los esfuerzos 
de RRD. Estas herramientas permiten vigilar zonas 
en las que no es factible la presencia permanente 
del sector de seguridad y contribuyen a mejorar la 
preparación para RRD, el tiempo de respuesta y 
la capacidad de las instituciones para planificar y 
priorizar las intervenciones. 

	h La cooperación y el intercambio de información 
entre agencias gubernamentales y entre éstos y las 
comunidades son esenciales para abordar y prevenir 
los delitos contra el medio ambiente. Sin embargo, 
existen importantes obstáculos a la cooperación 
debido a la implicación de funcionarios públicos (y 
de las comunidades) en los delitos contra el medio 
ambiente, así como a los niveles relativamente bajos 
de confianza de las comunidades en el sector de la 
seguridad, causados en parte por la percepción de 
impunidad ante los crecientes niveles de violencia 
asociados a la extracción de recursos naturales. 

	h La experiencia ha demostrado que los enfoques 
represivos para hacer frente a los delitos contra 
el medio ambiente son menos eficaces a largo 
plazo. Pueden tener un efecto/impacto rápido, ya 
que dan lugar a la detención de personas implicadas 
en actividades ilegales. Sin embargo, el efecto es 
sólo temporal y se crea un nuevo problema debido 
a la pérdida de los medios de subsistencia de las 
personas. A menudo, las personas afectadas se 
ven obligadas a emigrar para encontrar nuevas 
oportunidades laborales. Otras personas se 
involucran en otros tipos de delitos, lo que crea una 
serie de nuevos problemas. 

	� Las operaciones que incluyen acciones 
afirmativas y de desarrollo sostenible requieren 
cooperación interinstitucional e intersectorial, 
tiempo y recursos adicionales, pero suelen 
abordar de mejor forma las causas fundamentales 

del involucramiento de las comunidades en 
operaciones ilegales. 

	h Como en muchos otros contextos, las comunidades 
ya de por sí vulnerables están especialmente 
expuestas a los riesgos climáticos y 
medioambientales, desde deslizamientos de 
tierras e inundaciones hasta la pérdida de acceso 
a alimentos (pescado) y agua potable, ya que la 
minería ilegal contamina los ríos. Las respuestas 
gubernamentales a nivel local no son en todos los 
casos accesibles a las personas más vulnerables de 
la sociedad. Por ejemplo, las personas inmigrantes 
ubicadas en los asentamientos temporales tienen 
una alta exposición a las inundaciones. Debido a la 
falta de teléfonos móviles y cobertura de red, no se 
benefician de los sistemas de alerta temprana. 

	h La relación entre las comunidades y el medio 
ambiente tiene el potencial de ser una fuente 
de resiliencia, sobre todo en los casos en que la 
población local lleva generaciones viviendo de forma 
sostenible. También puede generar tensiones y 
conflictos locales.
	� En ocasiones, la policía asigna a agentes 

foráneos para hacer frente a los casos de daños al 
medio ambiente con el fin de proteger a las y los 
agentes de policía locales del grave resentimiento 
creado por sus acciones para contrarrestar los 
delitos contra el medio ambiente, y para evitar 

Foto: CDI Brazil
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dañar su relación con las comunidades. 

	� Las decisiones sobre participar o no en delitos que 
dañan el medio ambiente (por ejemplo, la minería 
ilegal) también han creado tensiones a nivel local, 
entre comunidades y dentro de ellas.

	� La violencia asociada a la extracción de recursos 
naturales – por ejemplo, apropiación de tierras y 
asesinatos de defensores del medio ambiente – 
ha ido en aumento. 

Puntos de entrada para SSG/R
	h Las operaciones que abordan de manera holística 

el nexo entre la ayuda humanitaria, el desarrollo 
y la seguridad tienen más probabilidades de ser 
eficaces para la reducción del riesgo de desastres y 
la protección del medio ambiente. La coordinación 
entre actores medioambientales y de seguridad es 
fundamental para diseñar intervenciones eficaces 
que aborden los riesgos medioambientales. 
Las sequías y las inundaciones, así como las 
operaciones de tala ilegal, minería y uso/propiedad 
de la tierra, pueden abordarse integrando la 
participación de la sociedad civil en la educación 
medioambiental, los sistemas de alerta temprana 
y los programas de medios de vida alternativos.

	h La aplicación de la ley por sí sola es insuficiente 
para hacer frente a los incidentes de delitos contra 
el medio ambiente. Está claro que algunos delitos 
contra el medio ambiente, concretamente los 
perpetrados por grupos delictivos organizados, 
requieren una respuesta policial firme y eficaz. Sin 
embargo, a menudo ocurre que las personas y 
comunidades implicadas en daños medioambientales 
(ya sea mediante prácticas de subsistencia o 
mediante su participación en actividades delictivas) 
tienen pocas alternativas en cuanto a fuente de 

ingresos. Aunque inicialmente se requiera más 
tiempo y esfuerzo, las soluciones integradas 
que abordan el desarrollo de medios de 
subsistencia alternativos, así como la aplicación 
de la legislación medioambiental, tienen más 
probabilidades de éxito en el largo plazo. 

	h Las respuestas de seguridad a los riesgos 
climáticos y medioambientales deben estar 
informadas y guiadas por conocimientos 
técnicos especializados. Esto implica examinar 
cuidadosamente los respectivos roles y mandatos de 
las instituciones de seguridad y otras instituciones 
gubernamentales, y desarrollar intervenciones 
coordinadas que correspondan con las fortalezas, la 
experiencia y el acceso de cada institución. Lo ideal 
sería que las instituciones de seguridad colaboraran 
estrechamente con las agencias y ministerios de 
medio ambiente y catástrofes en la planificación 
y ejecución de las operaciones. Cuando esto no 
sea posible, las instituciones de seguridad deben 
disponer de la formación, doctrina/procedimientos y 
conocimientos necesarios para poder desempeñar 
un rol eficaz y adecuado. 

	h La planificación informada sobre riesgos es 
indispensable tanto para reducir el riesgo de 
desastres como para hacer frente a los delitos 
contra el medio ambiente. Esto aplica especialmente 
cuando se cubren grandes áreas geográficas 
con recursos limitados, y puede incluir el uso de 
muestreos para detectar prácticas ilegales, la 
recolección y el análisis de datos de vigilancia 
para orientar las operaciones, o un énfasis en la 
inteligencia financiera para identificar de mejor forma 
a los grupos implicados en actividades ilegales, 
incluido el tráfico transnacional. En el caso de la 
RRD, el uso de tecnología de monitoreo a distancia 
puede facilitar la recolección de datos sobre riesgos 

Foto: Luiz Nistal
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en zonas inaccesibles o remotas, informar a los 
sistemas de alerta temprana y mejorar la preparación 
mediante el accionar de respuestas tempranas.
	� La planificación informada sobre riesgos 

va más allá de los aspectos tecnológicos 
de las investigaciones penales e incluye un 
análisis exhaustivo de las necesidades de 
la comunidad, por ejemplo, para determinar 
dónde pueden ser especialmente vulnerables 
las comunidades de riesgo a las oportunidades 
económicas que ofrecen los grupos dedicados 
a los delitos contra el medio ambiente o a las 
amenazas específicas de desastres.

	h La gobernanza tanto de la seguridad como de 
los recursos naturales tiene lugar a través de un 
conjunto complejo e interconectado de relaciones 
entre individuos e instituciones. Es importante 
examinar estas relaciones, sobre todo allí donde 
se entrecruzan funciones y responsabilidades (por 
ejemplo, entre los niveles nacional y subnacional), 
para detectar brechas y ámbitos en los que 
la mala gestión o la corrupción constituyen 
un riesgo. Es igualmente importante examinar 
críticamente cómo se distribuyen los recursos 
humanos y financieros en el sistema y si las 
decisiones sobre los recursos se toman a un nivel 
que permita respuestas eficaces. 

	h Las comunidades están dispuestas y son 
capaces de desempeñar un rol como actores 
clave en la seguridad climática. En algunos casos, 
los enfoques tradicionales de la agricultura y la 
gestión de los recursos naturales son importantes 
fuentes de resiliencia y pueden complementar 
sustancialmente lo que las instituciones 
gubernamentales podrían ofrecer al momento de 
mitigar los riesgos para la seguridad climática. 
Los agentes del sector de la seguridad también 
destacaron el valor de los enfoques nativos para 
la RRD y la conservación del medio ambiente, y el 
alto nivel de preparación de algunas comunidades 
locales. En otros casos, las comunidades están 
deseosas de aprender más sobre las prácticas 
prohibidas y las alternativas sostenibles, lo que crea 
una apertura para el diálogo y la concientización 

entre las comunidades, las instituciones de 
seguridad y las agencias civiles. 

	h La atención a las necesidades de los grupos 
vulnerables es fundamental en el contexto de la 
RRD y la protección del medio ambiente. 
	� Las comunidades, incluidas las personas 

migrantes, que viven en zonas remotas o 
en asentamientos urbanos informales son 
especialmente vulnerables a los desastres 
naturales, incluidos las inundaciones y los 
deslizamientos de tierra, y sin embargo pueden no 
tener acceso a sistemas de alerta temprana o a 
información fiable sobre los riesgos y las medidas 
de mitigación. 

	� Los grupos con escasas oportunidades 
económicas también pueden verse presionados 
a participar en actividades que dañan el medio 
ambiente. 

	� Las personas y comunidades que han tenido 
interacciones negativas con las instituciones de 
seguridad también pueden ser menos propensas 
a denunciar delitos contra el medio ambiente.  

	h Los riesgos climáticos y medioambientales no 
están limitados por las fronteras nacionales, y es 
necesario apoyar una mayor cooperación entre 
agentes del sector de seguridad de los países 
vecinos. En Brasil, por ejemplo, el Amazonas 
es un corredor natural para las organizaciones 
criminales. Las iniciativas de cooperación que 
permiten el intercambio de lecciones aprendidas 
entre los agentes del sector de seguridad de los 
niveles federal, estatal y municipal pueden reforzar 
la eficacia de las operaciones de protección 
del medio ambiente. La experiencia con otras 
iniciativas regionales de aplicación de la ley también 
ha demostrado que es importante identificar y 
abordar las barreras prácticas que puedan existir, 
por ejemplo, para compartir información sensible 
como parte de los esfuerzos transfronterizos para 
fortalecer las investigaciones y cerrar las brechas en 
la aplicación de la ley. 

SSG/R debe incorporar los riesgos climáticos y 
ambientales de manera generalizada para que los 
sectores de seguridad puedan ayudar a proteger a 
las personas, el planeta y la paz.
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1.	 Introducción

Antecedentes
Este informe ofrece una visión general del rol potencial 
del sector de seguridad en el apoyo a las comunidades 
en las áreas de adaptación al cambio climático (ACC), 
reducción del riesgo de desastres (RRD) y protección 
medioambiental en Roraima,1 Brasil. En concreto, este 
estudio explora las áreas de preparación en desastres 
y protección, y las formas en que el sector de seguridad 
puede participar en la mitigación de los impactos 
del cambio climático y contribuir a evitar una mayor 
degradación del medio ambiente.

El cambio climático es una amenaza multiplicadora 
que plantea diversos retos para la seguridad humana. 
Los desastres naturales y la degradación del medio 
ambiente provocada por actividad humana pueden 
repercutir negativamente en los medios de subsistencia 
de las comunidades, vulnerar la seguridad alimentaria 
y sanitaria, y exacerbar las tensiones comunitarias, 
los conflictos, la violencia de género, y la migración 
y el desplazamiento interno. Lo hallazgos de este 
estudio reafirman la importancia de hacer frente a los 
diversos riesgos y amenazas a la seguridad a los que 
se enfrentan los Estados y las poblaciones desde la 
perspectiva de la seguridad humana. Este enfoque 
tiene implicaciones para las funciones del sector de 
seguridad, los presupuestos públicos2 y la cooperación 

intersectorial que deben tenerse en cuenta para diseñar 
intervenciones eficientes y eficaces. 

A las instituciones del sector de seguridad se les asigna 
la responsabilidad de hacer cumplir la ley y proteger 
de los riesgos de seguridad a las comunidades a las 
que sirven. Sus mandatos a menudo implican participar 
en actividades como la respuesta de emergencia, la 
preparación y prevención de desastres naturales, así 
como la protección y conservación del medio ambiente. 
Reconociendo que los recursos y capacidades de las 
instituciones del sector de seguridad no son ilimitados, es 
importante comprender mejor las funciones, limitaciones 
y precondiciones del sector de seguridad en la RRD y la 
protección del medio ambiente. 

Este estudio explora las capacidades y la experiencia 
brasileñas para esbozar las fortalezas, las áreas de 
oportunidad y los límites del sector de seguridad en la 
RRD y la protección medioambiental. La investigación, 
el análisis y los hallazgos tienen en cuenta tanto la 
perspectiva del sector de seguridad como la de la 
comunidad, con la hipótesis de que un sector de 
seguridad bien gobernado, legítimo y que rinde cuentas 
puede contribuir a romper los ciclos de degradación 
medioambiental y de conflicto. Las conclusiones de este 
informe forman parte de un estudio de evaluación más 
amplio realizado en Palestina, Filipinas y Sierra Leona, 
financiado por los Gobiernos de Alemania, Países Bajos, 
Suecia y Suiza.

Figura 1: Dos pilares de acción para el Sector de Seguridad en relación con el cambio climático y la degradación medioambiental

Cambio Climático y Degradación Medioambiental
Fortalecer la resiliencia y la preparación

Preparar
Gestionar riesgos multidimensionales 

y medioambientales

Proteger
Protección medioambiental 

(conservación y cumplimiento/crímenes)
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Metodología
La pregunta general de este estudio pretende 
comprender el potencial y las limitaciones del sector 
de seguridad en (a) la adaptación al cambio climático 
(ACC), (b) la reducción del riesgo de desastres 
(RRD), (c) y la protección del medio ambiente (delitos 
ambientales y conservación) a través de la programación 
de SSG/R. El análisis se centró en las áreas de 
preparación y protección desde las perspectivas 
institucional y comunitaria en las cuatro siguientes 
dimensiones:

Las conclusiones de la investigación se integran 
en recomendaciones para influir en la asistencia de 
los donantes de SSG/R para abordar retos como la 
seguridad climática y los delitos medioambientales. 
La recolección de datos se llevó a cabo en dos fases 
utilizando diferentes métodos cualitativos, como la 

investigación documental (revisión de la literatura, 
análisis de documentos), entrevistas semiestructuradas 
y datos construidos colectivamente durante los talleres. 
Se integró una perspectiva de género en las preguntas, 
la recolección de datos, el proceso de selección de 
participantes en los talleres y la sensibilidad general para 
la ejecución del proyecto. 

En la primera fase, el equipo llevó a cabo una 
investigación documental para comprender mejor el 
marco jurídico y los mandatos existentes en materia 
de ACC, RRD y protección medioambiental, así como 
el contexto medioambiental y socioeconómico de 
Brasil. La revisión bibliográfica incluyó el marco jurídico 
pertinente, fuentes gubernamentales, así como informes 
de organizaciones internacionales, como agencias de 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), centros 
de pensamiento y el mundo académico. La investigación 
documental sirvió para identificar actores relevantes del 
sector de seguridad involucrados en la ACC, la RRD 
y la protección medioambiental. En segundo lugar, el 
equipo realizó 6 entrevistas semiestructuradas virtuales 
con agentes del sector de seguridad3 para profundizar 
en la perspectiva institucional y validar las conclusiones 
iniciales de la investigación documental.

La segunda fase consistió en la recolección de datos 
en campo. El equipo del proyecto llevó a cabo una 
misión de 7 días a Brasil, donde realizó 8 entrevistas 
semiestructuradas a actores relevantes, incluidas 
organizaciones locales y agentes estatales. Las 
entrevistas exploraron las funciones y perspectivas de 
actores del sector de seguridad a nivel local, así como 
las perspectivas y necesidades de las comunidades 
locales de Boa Vista, Roraima. 

DCAF colaboró con el socio local Serviço Jesuíta a 
Migrantes e Refugiados (SJMR) quienes brindaron 

Figura 2: Las cuatro dimensiones de Preparar y Proteger 

Dimensión Preparar Proteger

1. Contexto Contexto local y factores de 
riesgo específicos

2. Coordinación e 
integración

¿Quién hace qué? 
¿Hasta qué punto juntos? 
¿Hasta qué punto es eficaz?

3. Capacidades
¿Qué capacidades existen? 
¿Son adecuadas? 
¿Hasta qué punto es eficaz?

4. Cohesión social 
y consolidación 
de la paz

Impacto en las percepciones y 
relaciones de la comunidad

Foto: Luiz Nistal



8

asistencia con las actividades en Boa Vista, Roraima.4  
SJMR validó la investigación documental; adaptó la 
metodología5 al contexto local; elaboró un mapa de 
actores para identificar a actores relevantes a nivel local; 
facilitó la logística para la misión; organizó e implementó 
un taller de 2 días; y proporcionó recomendaciones 
finales para el involucramiento del sector de la seguridad 
en ACC/RRD y la protección medioambiental. El taller 
contó con la participación de 13 personas, de entre 
18 y 55 años, en su mayoría líderes de comunidades, 
residentes de zonas afectadas por inundaciones y 
de origen indígena y venezolano, que debatieron y 
expusieron sus experiencias vitales ante los impactos 
medioambientales de fenómenos meteorológicos 
extremos. 

Además del taller, el equipo de DCAF visitó las 
comunidades de Vila Vintem y Alvorada, donde 
están asentadas las personas refugiadas warao, y 
dos instituciones locales del sector de seguridad: la 
Compañía Independiente de Policía Medioambiental de 
la Policía Militar de Roraima (CIPA/PMRR), dependiente 
de la Policía Militar del Estado, y el Cuerpo de Bomberos 
Militares de Roraima (CBMRR). Estos dos cuerpos están 
directamente implicados en tareas de RRD y protección 
medioambiental. 

Es importante señalar que la investigación documental 
y en campo tuvo lugar en un momento especialmente 
delicado, en vísperas de las elecciones presidenciales 
de Brasil. No fue posible hablar directamente con 
representantes de agencias medioambientales civiles, 
lo que limitó la capacidad del equipo para analizar 
cuestiones de coordinación y cooperación entre el 
sector de seguridad y otros sectores gubernamentales. 

No obstante, las perspectivas compartidas por 
las instituciones de seguridad y las comunidades 
proporcionaron valiosas perspectivas sobre las 
oportunidades y los retos que existen en la intersección 
de la seguridad medioambiental y humana en Brasil. 

Contexto: Comprendiendo el entorno y el 
marco jurídico de Brasil
Con cerca del 60% de la cuenca amazónica en su 
territorio y una cubierta forestal del 46.6%,6 Brasil 
desempeña un rol fundamental en la lucha contra el 
cambio climático. Es el quinto país más grande del 
mundo, tanto en territorio como en población, y la 
octava economía mundial. Brasil posee vastos recursos 
naturales y es uno de los principales exportadores de 
productos agrícolas, minerales y petróleo. 

La Amazonia brasileña es la zona con mayor 
biodiversidad del mundo. Se considera uno de los 
mayores sumideros de carbono del mundo, ya que 
alberga un tercio de todos los árboles tropicales y 
desempeña un rol crucial en influenciar los patrones de 
precipitaciones.7 Sin embargo, factores como el aumento 
de las temperaturas, la deforestación y los incendios han 
alterado la capacidad de la Amazonia para equilibrar 
las emisiones de carbono.8 Según un estudio reciente, 
las emisiones de carbono en la Amazonia oriental son 
mucho mayores que las de las zonas occidentales 
debido a la deforestación provocada por la tala, la 
agricultura extensiva y la ganadería. Además, un dato 
aún más preocupante es que la región suroriental del 
Amazonas, en lugar de absorber, está liberando más 
dióxido de carbono a la atmósfera.9

Foto: CIAT/NeilPalmer
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Brasil fue el primer país en firmar la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCC) en 1992. Además de ser signatario de la 
CMNUCC, es parte del Protocolo de Kioto y del Acuerdo 
de París, promulgados por los Decretos nº 2652/98, 
5445/2005 y 9073/2017, respectivamente. Además, 
Brasil es parte de varios convenios relacionados con 
la biodiversidad, como el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica y su Protocolo de Nagoya, la Convención de 
Ramsar sobre los Humedales, la Convención sobre las 
Especies Migratorias y la Convención sobre el Comercio 
Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres (CITES).

En 2009, Brasil estableció la Política Nacional de 
Cambios Climáticos - Política Nacional de Mudanças 
Climáticas (PNMC) para implementar el Protocolo de 
Kioto a través de la Ley n° 12187/200910 (reglamentada 
por el Decreto nº 7390/2010).11 La Política incluye 
“planes sectoriales de mitigación y adaptación” 
compuestos por objetivos, indicadores, acciones y 
mecanismos de monitoreo. Algunos de los planes 
sectoriales cubren áreas relevantes para la ACC, la RRD 
y la protección medioambiental, como la prevención y el 
control de la deforestación en la Amazonia (PPCDAm) y 
el Cerrado (PPCerrado); la agricultura baja en carbono 
(PABC); y la minería (PMBC).

Para ejecutar e implementar las normas internacionales 
y nacionales aceptadas, también existen planes de 
acción junto con otros mecanismos. Algunos ejemplos 
son el Plan Nacional de Cambios Climáticos; el Fondo 
Nacional de Cambios Climáticos; los Planes de Acción 
para la Prevención y el Control de la Deforestación 
en los biomas; la Comunicación Nacional de Brasil a 
la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 

el Cambio Climático, de acuerdo con los criterios 
establecidos por esta Convención y por sus Conferencias 
de las Partes; las resoluciones de la Comisión 
Interministerial sobre el Cambio Climático Global; 
medidas fiscales y tributarias destinadas a estimular la 
reducción de emisiones y la remoción de gases de efecto 
invernadero, incluyendo tasas diferenciadas, exenciones, 
compensaciones e incentivos, a ser establecidos en ley 
específica; líneas de crédito y financiación específicas 
para agentes financieros públicos y privados; el 
desarrollo de líneas de investigación por agencias de 
financiación; y otros mecanismos existentes y a ser 
creados para el cumplimiento de las metas.

El marco normativo medioambiental de Brasil está 
constituido por varias leyes y decretos federales cuyo 
objetivo es proteger el medio ambiente, empezando por 
el artículo 225 de la Constitución Federal.12 El cambio 
climático y la protección del medio ambiente se reflejan 
en planes y marcos nacionales como la Comunicación 
Nacional a la CMNUCC, el Plan Nacional sobre 
Cambio Climático, la Contribución Determinada a Nivel 
Nacional y el informe de actualización bienal.13 Este 
marco proporciona objetivos y directrices políticas para 
determinar las prioridades y los esfuerzos de adaptación 
y mitigación. 

Brasil se ha comprometido a redoblar esfuerzos para 
mejorar la gestión del agua, impulsar las energías 
renovables, mejorar las prestaciones de salud pública y 
aplicar estrategias de adaptación y mitigación basadas 
en los ecosistemas. Sin embargo, a pesar de que Brasil 
se comprometió a eliminar la deforestación ilegal para 
2030 en su Contribución Determinada Nacional (CDN) de 
2015, eliminó la deforestación y los objetivos sectoriales 
específicos en la CDN de 2020.14

Foto: CDI Brazil
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Roraima: Contexto local
A nivel subnacional, el estado de Roraima, situado en 
la región septentrional de Brasil, está en primera línea 
de la intersección de la ACC, la RRD y los riesgos 
y la protección medioambientales. Roraima forma 
parte de la cuenca del Amazonas y alberga la menor 
población absoluta de Brasil.15 No obstante, el aumento 
de población de Roraima ha sido el mayor del país por 
cuarto año consecutivo, con un incremento del 3.41% 
en 2021.16 Esto se atribuye en gran parte a la llegada 
de emigrantes venezolanos.17 Boa Vista, la capital del 
estado, tiene la quinta mayor población indígena entre 
las ciudades brasileñas (alrededor de 6000 personas).18 
Según el último censo brasileño realizado por el Instituto 
Brasileiro de Geografia e Estatística (IBGE) en 2010, 
49 637 personas que viven en Roraima se identifican 
como indígenas, lo que convierte a Roraima en el estado 
brasileño con mayor porcentaje de población indígena 
(11%). El municipio de Uiramutã concentra el mayor 
porcentaje de indígenas del estado.

Riesgos climáticos y medioambientales

Riesgos naturales
Brasil es un país grande y diverso sujeto a distintos 
tipos de amenazas naturales. Es susceptible de 
sufrir inundaciones, sequías, temperaturas extremas, 
deslizamientos de tierras, ciclones tropicales, terremotos 
y enfermedades infecciosas.19 De todos ellos, la sequía 
y el exceso de precipitaciones, que a menudo provocan 
inundaciones y deslizamientos de tierras, son los eventos 
de riesgo más comunes y disruptivos. 

Entre 2010 y 2020, el 66% de las muertes causadas 
por desastres naturales fueron provocadas por 
inundaciones (45%) y deslizamientos de tierra (21%), 
y aproximadamente el 93% de los daños económicos 
de todos los desastres naturales fueron causados 
por sequías. Además, en los últimos treinta años, las 
regiones sur y sureste de Brasil han sufrido un aumento 
de la intensidad y frecuencia de las lluvias torrenciales, 
lo que ha provocado graves escorrentías, deslizamientos 
de tierras e inundaciones repentinas. Otros efectos 
visibles del aumento de las temperaturas y de 
fenómenos extremos como las inundaciones son el brote 
de enfermedades infecciosas, incluidas las infecciones 
transmitidas por vectores y por el agua, y el aumento del 
estrés sobre los problemas de saneamiento.

Riesgos generados por actividad humana
Las actividades que incluyen la tala y la minería 
ilegales, además de tener un impacto medioambiental 
negativo, también se clasifican como delitos contra 
el medio ambiente ya que causan importantes daños 

medioambientales y socioeconómicos, y aumentan la 
violencia y los conflictos por los recursos naturales.20 
Además, estas actividades ilegales perturban los medios 
de subsistencia de las comunidades locales e indígenas 
y alimentan otros delitos graves como la trata de seres 
humanos, el contrabando de armas, la explotación 
sexual, el trabajo forzado, la corrupción y episodios 
de violencia y asesinatos, como se describe con más 
detalle en la sección de Proteger de este informe. 

Otro problema grave en todo Brasil, que es transversal 
a los distintos delitos, es la invasión ilegal de 
tierras públicas para la tala,21 la ganadería y la 
agricultura. Según los testimonios de algunas personas 
entrevistadas, las organizaciones delictivas suelen 
“reinvertir” sus utilidades en la adquisición de tierras, a 
menudo mediante títulos y documentos falsificados, que 
posteriormente se utilizan para la tala, la agricultura y la 
ganadería. La ganadería también suele estar vinculada 
a milicias locales, a menudo afiliadas a grupos armados 
no estatales que se utilizan para ejercer la violencia con 
fines de expansión. También se sabe que estas milicias 
coaccionan y corrompen a las y los funcionarios del 
Estado, incluidos agentes del sector de seguridad, para 
que lleven a cabo sus actividades.22

Aunque las tasas de deforestación en Brasil 
disminuyeron significativamente después de 2004,23 a 
partir de 2019, han incrementado como consecuencia 
de los cambios políticos y presupuestarios que afectan 
a las instituciones medioambientales.24 El sector forestal 
de Brasil tiene una gran relevancia económica, ya que el 
75% de los bosques tropicales tienen un alto potencial 
maderero. De este porcentaje, el 70% es de propiedad 
privada y el 30% es de dominio público, compuesto por 
bosques y parques nacionales, áreas de conservación 
y tierras de pueblos indígenas. El eucalipto y el pino 
representan el 59% y el 37% de las plantaciones 
forestales, respectivamente.

La tala ilegal en la región amazónica viene 
produciéndose a ritmos elevados desde la década 
de 1990.25 Estas operaciones se realizan a menudo 
en zonas remotas, fuera de las áreas de concesión e 
invadiendo zonas protegidas e indígenas. Además, el 
uso de permisos falsos se ha extendido ampliamente 
y los madereros talan árboles sin tener en cuenta su 
estatus de protección y superando a menudo las cuotas 
autorizadas.26 Se calcula que el 90% de la deforestación 
en Brasil es ilegal, y en su mayor parte no se controla, en 
parte porque los Estados no introducen datos precisos 
en el SINAFLOR, el sistema nacional que controla el 
origen de los productos forestales, activo desde 2014.27

Las operaciones mineras ilegales, que pueden provocar 
la contaminación del agua, se han expandido28 en 
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territorios indígenas de Brasil en casi un 500% entre 
2010 y 2020, según un informe reciente del colectivo de 
investigación MapBiomas29 Como resultado, acuíferos, 
ríos y tierras han sido envenenados con metales 
pesados empleados en la extracción de mineral, como el 
mercurio. El pescado local, principal fuente de proteínas 
de las comunidades locales, sobre todo indígenas, se 
ha contaminado con altos niveles de mercurio que no 
son seguros para la salud humana. Esto ha generado 
problemas de salud entre las comunidades locales 
(sobre todo entre las y los niños) y ha provocado un 
repunte de la violencia entre los pueblos indígenas y 
las personas involucrada en la minería ilegal, conocidas 
localmente como garimpeiros.30

Los incendios forestales provocados por la acción 
humana suelen ser el resultado del despeje de tierras. 
En 2021, el gobierno brasileño aprobó un recorte del 
24% en el presupuesto del Ministerio de Medio Ambiente 
con respecto a la asignación de 2020, lo que se tradujo 
en el presupuesto más reducido en dos décadas.31 Como 
resultado, el Instituto Chico Mendes de Conservación de 
la Biodiversidad (ICMBio) estuvo cercano a suspender 
los esfuerzos de lucha contra los incendios debido a la 
falta de financiación, a pesar de un importante aumento 
de los incendios forestales en 2021.32 Esta situación 
afecta en gran medida a los pueblos indígenas, que 
a pesar del Programa de Brigadas Federales, siguen 
luchando con una coordinación y organización débiles, 
así como con financiación y apoyo insuficientes. El 
ICMBio es el brazo administrativo del Ministerio de Medio 
Ambiente brasileño encargado de hacer cumplir las leyes 
de protección medioambiental para la conservación de 
las áreas protegidas.

Vulnerabilidades
Según el Índice ND-GAIN 2020,33 Brasil es vulnerable 
a los impactos del cambio climático, que suponen una 

grave amenaza no sólo para su crecimiento económico 
sino también para su desarrollo social. Se calcula que las 
pérdidas anuales derivadas de los desastres naturales 
alcanzan los 3900 millones de dólares.34 Factores como 
el aumento de las temperaturas, la escasez de agua y 
las lluvias torrenciales ejercen una presión considerable 
sobre los ecosistemas, los grupos vulnerables y la 
economía del país. Los sectores más afectados son la 
agricultura, la silvicultura, la energía, el agua y la 
sanidad, que representan una proporción significativa 
del producto interno bruto (PIB) del país. 

Además, el cambio climático ha acelerado las emisiones 
de carbono debido al estrés hídrico y al aumento de 
los periodos secos.35 Además, la actividad humana ha 
contribuido considerablemente a la degradación del 
bioma amazónico a través de la tala ilegal, la minería, 
el despeje de tierras, la ganadería y la agricultura 
extensiva. Se calcula que la industria agrícola es 
responsable de cerca del 80% de la reducción de los 
bosques del Amazonas en los últimos 50 años.36

Los patrones de precipitaciones de Brasil se han 
visto alterados como consecuencia de la intensa 
deforestación y los incendios forestales, impulsados 
en gran medida por el sector agrícola y la ganadería, 
lo que ha repercutido en los recursos hídricos. Esto 
ocurre sobre todo en regiones forestales muy densas 
como el Cerrado, que alberga el 43% del agua dulce 
del país fuera del Amazonas.39 Además, a pesar de los 
abundantes recursos hídricos de Brasil, el país ha sufrido 
crisis que han afectado sobre todo a las regiones del 
noreste, centro-oeste y sureste.38

Uno de los principales desafíos reside en que 
los sectores que más contribuyen a la economía 
brasileña, como la agricultura y la energía, son los más 
dependientes del agua. Por ejemplo, la Agencia Nacional 
del Agua (ANA) calcula que el 72% del suministro de 

Foto: CIAT/NeilPalmer
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agua lo consume la irrigación y el 62% de la energía se 
genera a través de grandes centrales hidroeléctricas en 
lugar de pequeñas presas.39 Además, dado que el 70% 
del suministro de agua dulce se encuentra en la región 
amazónica, habitada por menos del 7% de la población, 
las poblaciones urbanas se enfrentan a importantes 
desafíos en términos de acceso y disponibilidad de 
agua.40

Esta dependencia del agua y las limitaciones en 
la disponibilidad y el acceso al suministro de agua 
representan un riesgo para la productividad de los 
distintos sectores económicos y pueden exacerbar las 
tensiones sociales. Por ejemplo, la creación de presas 
en algunas regiones ha provocado el desplazamiento 
obligatorio de la población (unas 40 000 personas en el 
caso de la presa de Itaparica) a ciudades más grandes. 
Como consecuencia, se produjo una desestructuración 
de las redes de relaciones sociales y la pérdida de tierras 
cultivables, y surgieron diversos conflictos por la disputa 
sobre la disponibilidad de agua y recursos naturales 
entre la población reasentada.41

El contexto local - Roraima 
Roraima comparte fronteras con Guyana y Venezuela, 
y se ve afectada por amenazas medioambientales 
como el clima seco y la sequía; las inundaciones; la 
deforestación ilegal; y los incendios provocados por el 
hombre (provocados por el despeje de tierras para la 
ganadería y la agroindustria a gran escala).42 La región 
se enfrenta a vulnerabilidades como un alto volumen de 
precipitaciones, terrenos sin pavimentar o irregulares 
con poca compactación, árboles en malas condiciones 

ambientales, alcantarillas obstruidas o con poco caudal 
de agua y sistemas de alcantarillado deficientes en la 
construcción.43 Estas vulnerabilidades hacen que la 
región sea propensa a inundaciones y deslizamientos de 
tierra. 

En el estado hay presencia de explotaciones mineras de 
oro, que amenazan los territorios indígenas. Además, los 
impactos del cambio climático y la degradación ambiental 
provocada por actividad humana ya están afectando 
a las comunidades indígenas, que describen cómo el 
aumento de la temperatura del agua y la contaminación 
por mercurio han provocado la desaparición de los peces 
de la región.44 Estas características hacen de Roraima 
una zona pertinente para realizar este estudio. 

2.	Preparar

I. Marco jurídico
La Constitución brasileña atribuye competencias 
legislativas a diferentes entidades en función de la 
materia aplicable. Como República Federal, la estructura 
brasileña implica una estrecha cooperación entre los 
diferentes actores a nivel nacional, estatal y municipal.45  
La mayoría de las políticas públicas son elaboradas por 
la Unión (nivel federal) y aplicadas con el apoyo global 
de los estados. Sin embargo, la aplicación efectiva a 
nivel local depende en gran medida de los municipios. 
Esta estructura hace que sea importante distinguir 
entre los tres niveles de gobernanza tanto a efectos de 
preparación como de protección.

II. Estructuras de RRD y actores relevantes

Figura 3: Estructura nacional RRD
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La RRD es un conjunto de acciones de prevención, 
mitigación, preparación para emergencias, respuesta 
y reconstrucción. El principal actor en la reducción del 
riesgo de desastres (RRD) en Brasil es la Defensa 
Civil.46 La RRD implica la participación de actores 
estatales de diversos sectores; sin embargo, el órgano 
más asociado es el Ministerio de Integración y Desarrollo 
Regional (MIDR) a través de su Secretaría Nacional de 
Protección y Defensa Civil (SEDEC), que coordina el 
Sistema Nacional de Defensa Civil (SINPDEC).

Una de las principales políticas en esta materia es 
la Ley n.° 12608 que instituye la Política Nacional de 
Protección y Defensa Civil (PNPDEC) y el SINPDEC, 
ambos responsables de coordinar e integrar todas las 
capacidades en gestión de riesgos y desastres.47

Bajo ciertos escenarios, mecanismos como el SINPDEC 
permiten la participación del sector de seguridad en la 
ejecución de tareas específicas más allá del alcance 
(primario) de su mandato. Por ejemplo, la Policía 
Militar del Estado y los Cuerpos de Bomberos (Véase 
Constitución de 1988, artículo 144, § 5), el Ejército y la 
Marina pueden participar en la ejecución de algunas 
tareas en respuesta a emergencias. Además, el 
PNPDEC orienta las acciones para reducir los riesgos 
de desastres y proporciona ayuda y asistencia a las 
poblaciones afectadas por desastres.

PNPDEC - Política Nacional de Protección y 
Defensa Civil
Además de participar en la recuperación de las zonas 
afectadas por desastres, el PNPDEC incorpora la 
reducción del riesgo de desastres y las acciones 
de protección y defensa civil entre los elementos 

de gestión territorial y planificación de políticas 
sectoriales. En cuanto a la prevención contra desastres 
naturales, identifica, rastrea y monitorea amenazas y 
vulnerabilidades, y produce alertas tempranas, así como 
sensibilización nacional sobre los riesgos de desastres. 
Trabaja en la planificación de la ocupación del suelo 
urbano y rural, priorizando la conservación y protección 
de los recursos naturales; y orienta a las comunidades 
para que adopten comportamientos adecuados en 
materia de prevención y respuesta a situaciones de 
desastre, y promuevan la autoprotección. El PNPDEC 
integra la información en un sistema capaz de apoyar a 
los órganos del SINPDEC en la predicción y control de 
los efectos negativos de los eventos adversos sobre la 
población, los bienes y servicios y el medio ambiente. 

SINPDEC - Sistema Nacional de Protección y 
Defensa Civil 
El SINPDEC tiene la función de planear y coordinar la 
gestión de riesgos y desastres en el territorio nacional 
y está integrado por el Consejo Nacional de Protección 
y Defensa Civil (CONPDEC); los órganos y entidades 
del Sistema Federal de Protección y Defensa Civil; 
los órganos y entidades de los sistemas estatales y 
distritales de protección y defensa civil; los órganos y 
entidades de los sistemas municipales de protección 
y defensa civil; las entidades privadas con actividades 
relevantes en el área de protección y defensa civil; y las 
organizaciones de la sociedad civil.

CONPDEC - Consejo Nacional de Protección y 
Defensa Civil
El CONPDEC es un consejo consultivo adscrito 
al MDR o MIDR que proporciona las directrices 

Foto: CIAT/NeilPalmer
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federales para la Defensa Civil y el seguimiento de 
sus planes de ejecución. Está compuesto por actores 
de diversos sectores con el objetivo de proporcionar 
insumos multidisciplinarios e integrales para los 
planes. La estructura del CONPDEC está compuesta 
por representantes de los Ministerios de Integración 
y Desarrollo Regional, Justicia y Seguridad Pública, 
Defensa, Ciudadanía, Salud, y Medio Ambiente; 
la Secretaría de Gobierno de la Presidencia de la 
República; órganos estatales y municipales de defensa y 
protección civil; una organización de la sociedad civil con 
actuación reconocida en el área de defensa y protección 
civil; y una institución de enseñanza e investigación con 
experiencia en el área de gestión de riesgos y desastres.

La coordinación se divide en tres niveles de 
responsabilidad: el federal, el estatal y el municipal. 
En todos los niveles, la tarea principal es proteger a la 
ciudadanía y organizar la respuesta a los desastres; 
sin embargo, hay algunas funciones específicas. Por 
ejemplo, la Defensa Civil Municipal se encarga de actuar 
directamente con la población, compartir información 
importante sobre riesgos y prevención, realizar 
inspecciones de edificios y zonas de riesgo, y distribuir 
suministros a las víctimas de desastres. Los órganos 
estatales y federales de Defensa Civil son los únicos 
que pueden decretar una emergencia o un estado de 
calamidad pública o transferir recursos para habilitar una 
operación.

COMDEC - Coordinación Municipal de 
Protección Civil
La Coordinación Municipal de Defensa Civil (COMDEC) 
se creó para poner en marcha la defensa civil a nivel 
municipal. Esta institución se encarga de analizar los 
riesgos en la región y elaborar los planes sobre qué 
hay que hacer, quién, cómo y cuándo. Durante los 
periodos de normalidad, las dos tareas principales son 
la prevención (reducir la incidencia de los desastres o 
minimizar sus impactos) y la preparación (preparar al 
SINPDEC de la región para garantizar una respuesta 
adecuada durante los desastres y disminuir los impactos 
negativos). En algunos casos, también pone en marcha 
Centros Comunitarios de Defensa Civil (NUDEC) para 
apoyar las actividades del COMDEC y la respuesta a los 
desastres.48

Es importante subrayar que las instituciones de 
Defensa Civil desarrollan planes considerando tanto los 
medios civiles como los militares (unidades/batallones/
compañías y recursos como vehículos, bulldozers y 
otros). En este contexto, las capacidades militares 
están a disposición de la Defensa Civil en caso de 
emergencias y/o desastres. Las capacidades varían 

significativamente según el lugar. En los casos en que 
un activo no esté disponible en el lugar requerido, la 
estructura de defensa civil tiene la facultad de solicitarlo 
a otro municipio, estado o a la federación, según sea 
necesario.

CEMADEN - Centro Nacional de Monitoreo y 
Alerta de Desastres Naturales
El CEMADEN proporciona cooperación técnica 
con instituciones gubernamentales para fomentar 
acciones conjuntas para recabar y compartir datos 
medioambientales disponibles en tiempo real. Además, 
se centra en el intercambio de información con el objetivo 
de proporcionar acciones de monitoreo y alertas de 
desastres naturales en zonas de riesgo, contribuyendo a 
acciones preventivas a nivel federal, estatal y municipal. 
Colabora con la Defensa Civil para minimizar el número 
de víctimas y los daños materiales derivados de las 
catástrofes naturales.

Gobierno local y RRD
A nivel subnacional, los Cuerpos de Bomberos 

Militares son responsables de ejecutar las tareas de 
la Defensa Civil (Constitución de 1988, artículo 144, § 
5). Según el IBGE, el 76% de las 5570 ciudades tienen 
unidades de defensa civil. El comandante de la unidad 
ocupa también el cargo de Secretario de Estado de 
Defensa Civil, función de enlace con otras agencias e 
instituciones gubernamentales. La implementación del 

Figura 4: Actores del sector de seguridad
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PNPDEC comienza con la Subsecretaría de Defensa 
Civil, conocida como P2MR2 (prevención, preparación, 
mitigación, respuesta y recuperación).49

Cuando se produce un desastre, el Cuerpo de Bomberos 
Militares local de la ciudad tiene la responsabilidad 
principal de prestar asistencia. En caso de que la 
situación sea desproporcionada con respecto a los 
medios de los que dispone la unidad, se activa el Plan 
de Contingencia del Municipio para pedir refuerzos 
a las demás unidades del mismo mando. Si se 
requiere asistencia adicional, se puede solicitar a otros 
comandos.50 En caso de que el Cuerpo de Bomberos 
Militares no cuente con los recursos para responder 
adecuadamente al desastre, puede solicitar ayuda 
a las Fuerzas Armadas a través del SINPDEC. Para 
ello, la situación debe ser calificada como “estado de 
calamidad”. El Ministerio de Defensa designará unidades 
de las Fuerzas Armadas para trabajar conjuntamente con 
el Cuerpo de Bomberos. Es importante señalar que, tal y 
como se establece en las “Instrucciones para el empleo 
de las Fuerzas Armadas en apoyo de la protección 
civil”,51  el control operativo seguirá estando bajo el 
mando de la defensa civil. El papel de las Fuerzas 
Armadas será únicamente de coordinación y asistencia 
en las operaciones.

III. Prestación de servicios 

Plataforma Nacional Multilateral sobre RRD
Como se ha descrito en la sección anterior, son 
varios los actores involucrados en la RRD en Brasil. 
Los esfuerzos de coordinación están liderados por 
el SINPDEC, que planifica y actúa como enlace en 
la gestión de riesgos y desastres, así como en la 
prevención a nivel nacional. El SINPDEC está formado 
por diferentes agencias a nivel federal, estatal y 
municipal, las cuales colaboran con entidades públicas 
y privadas relacionadas con la protección y la defensa 
civil, así como con organizaciones de la sociedad civil. El 
CONPDEC actúa como órgano consultivo a nivel federal.

La SEDEC es el órgano central responsable de la 
coordinación del SINPDEC, así como de la articulación 
con las dependencias y entidades federales para la 
ejecución de acciones de gestión de riesgos y desastres 
en el ámbito del Sistema Federal de Protección y 
Defensa Civil. De la misma forma, los órganos de 
Defensa de los Estados y del Distrito Federal son 
responsables por la articulación y coordinación del 
Sistema Estadual y Distrital de Protección y Defensa 
Civil. En los municipios, los órganos Municipales 
de Protección y Defensa Civil son responsables 
de articular y coordinar el Sistema Municipal de 
Protección y Defensa Civil.

En determinados escenarios, mecanismos como 
el SINPDEC a través del CEMADEN solicitarán la 
participación de las Fuerzas Armadas52 en la ejecución 
de tareas específicas relacionadas con la respuesta 
a emergencias. La elección de la rama de las fuerzas 
armadas, de la policía o de las agencias civiles que se 
desplegarán no está grabada en piedra por la legislación 
federal, sino que es una decisión operativa de las 
autoridades competentes de acuerdo con la magnitud y 
la necesidad de la situación. Para ello, la Policía Militar 
y los Cuerpos de Bomberos Militares actúan como 
reservas y fuerzas auxiliares constitucionales del Ejército 
Brasileño. En el caso de Roraima, el CBMRR tiene el 
mandato de prevención y respuesta a los desastres 
naturales, así como la protección de la vida, la propiedad 
y el medio ambiente. Proporcionan respuesta inmediata 
en caso de incendio, realizan rescates cuando es 
necesario y también son responsables de la gestión de 
riesgos a nivel local. Trabajan en coordinación con la 
Defensa Civil Federal y Estatal, el gobierno estatal, la 
Secretaría de Infraestructura y las empresas privadas 
cuando necesitan equipos adicionales.

Tanto el ejército como la policía pueden asumir 
diferentes roles en función de su presencia en la región, 
capacidad y especialización. Por ejemplo, el Ejército, 
entre otras muchas funciones, es responsable de 

Foto: DCAF
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unidades aisladas en medio de la cuenca del Amazonas 
o junto a las fronteras con los países vecinos. La 
Marina es responsable de la protección de las aguas 
nacionales y sus principales tareas se desarrollan en el 
agua, mientras que la tierra es competencia del Ejército. 
Por ejemplo, durante los incendios del Amazonas, 
la Fuerza Aérea Brasileña fue responsable del uso 
de sus aeronaves para apagar los incendios.53 En el 
caso de las inundaciones y deslizamientos de tierra en 
Petrópolis, Río de Janeiro, los bomberos se encargaron 
de buscar y ayudar a los supervivientes.54 Sin embargo, 
en este último caso, los Fuzileiros Navais, la tropa 
expedicionaria de la Marina, prestaron asistencia 
adicional debido a su experiencia en desastres similares 
mientras servían en la Misión de Estabilización de 
las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Esta 
tropa específica, los Fuzileiros, tiene capacidad para 
desembarcar en tierra durante operaciones anfibias. 
Aunque el alcance de su mandato no es tan amplio como 
el del Ejército, tienen contacto directo con la población 
y, en tales casos, serían los desplegados por el plan de 
defensa civil o el gobierno federal.

Prevención: Análisis de riesgos e intercambio 
de información
A escala nacional, el CEMADEN colabora estrechamente 
con el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Innovación 
y Comunicación y se encarga de vigilar las amenazas 
naturales en las zonas de riesgo de los municipios 
brasileños susceptibles de sufrir catástrofes naturales. 
Además, lleva a cabo investigaciones e implementa 
innovaciones tecnológicas para contribuir a la mejora 
del sistema de alerta temprana con el objetivo final 

de reducir el número de víctimas mortales y daños 
materiales en todo el país. Para alcanzar sus objetivos, 
el CEMADEN gestiona la Estrategia de Reducción de 
Riesgos55 en Brasil, que abarca 5 ámbitos:
1.	 Conocer los riesgos: Recolección sistemática de 

información y análisis de riesgos.

2.	 Sistemas de vigilancia y alerta: Desarrollo de 
sistemas operativos de supervisión y alerta.

3.	 Programa educativo CEMADEN56 : Una red de 
escuelas y comunidades para la prevención de 
desastres. El programa fue reconocido como “una 
práctica inspiradora” por la CMNUCC y designado 
como buena práctica para la concienciación sobre el 
riesgo de catástrofes.

4.	 Difusión y comunicación: Comunicación de 
información sobre monitoreo de riesgos y alertas. 
Trabaja para garantizar que todas las personas en 
situación de riesgo sean alertadas, entiendan los 
riesgos y las advertencias, y que la información sea 
clara y útil.

5.	 Capacidad de respuesta: Desarrollo de la capacidad 
de respuesta a nivel nacional y local. La atención 
se centra en garantizar que los planes de respuesta 
están probados y actualizados, utilizando los 
conocimientos locales, y que la población está 
preparada para responder a las alertas.

El CEMADEN funciona las 24 horas, vigilando las 
zonas de riesgo de 957 municipios clasificados como 
vulnerables a los desastres naturales. Envía alertas de 
desastres naturales al Centro Nacional de Gestión de 
Riesgos y Desastres (CENAD), adscrito al MIDR, que 
asiste al Sistema Nacional de Protección Civil. Cuando el 
CEMADEN envía alertas clasificadas como de “muy alto 
riesgo” a los órganos estatales y municipales de Defensa 
Civil, se activa el Plan Municipal de Contingencia. Por 
ejemplo, en el caso de Roraima, hay coordinación directa 
con el CBMRR. Si se considera necesario, en esta etapa 
se solicita la asistencia de las Fuerzas Armadas (como 
en el caso de grandes desastres naturales).

Preparación y planificación
A nivel nacional, el PNPDEC tiene la responsabilidad 
principal de rastrear y monitorear las amenazas, 
vulnerabilidades y producir alertas tempranas, así como 
la sensibilización nacional y la prevención contra los 
desastres naturales. Según la legislación brasileña, 
el PNPDEC abarca acciones como la prevención, 
la mitigación, la preparación, la respuesta y la 
recuperación. Una de las principales vías de preparación 
y planificación es la ordenación del territorio urbano y 
rural, así como orientar a las comunidades para que 
adopten medidas adecuadas de prevención y respuesta 

Foto: DCAF
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en situaciones de desastre. 

A nivel local, los municipios elaboran sus planes de 
contingencia, que ya incluyen los protocolos para 
solicitar ayuda a otros actores, incluidas las fuerzas 
armadas a través del SINPDEC cuando sea necesario. 
En este último caso, el “Instructivo para el uso de las 
fuerzas armadas en apoyo a la defensa civil” contiene 
las directrices para el rol de las fuerzas armadas en las 
operaciones de respuesta a desastres.

Entre las acciones de prevención a nivel local, el 
CBMRR lleva a cabo el monitoreo a distancia57 utilizando 
los sistemas Prodes y Detección de la Deforestación 
en Tiempo Real (DETER) del Instituto Nacional de 
Investigaciones Espaciales (INPE),58 planifica y abastece 
de equipos (como vehículos 4x4, embarcaciones), 
realiza inspecciones para verificar la situación de las 
comunidades locales y orienta a la población sobre cómo 
actuar en caso de emergencia. También mantiene un 
inventario de las capacidades de todas las instituciones 
y de los recursos disponibles para responder a los 
desastres. Del mismo modo, otros actores del sector 
de la seguridad, como el Ejército y la Marina, realizan 
patrullas para verificar la situación y comprobar las 
necesidades de las comunidades locales. El propósito de 
esas patrullas de inspección a veces va más allá de la 
RRD; sin embargo, incorpora acciones de preparación. 

El CBMRR también imparte formación como parte de 
las acciones de preparación, dirigidas tanto a voluntarios 
como a personas con potencial de ser contratadas. 
La formación abarca desastres como incendios e 
inundaciones, y algunos de las y los alumnos han sido 
contratados para actuar como un brazo de la Defensa 

Civil durante las emergencias. El Grupo de Protección 
del Medio Ambiente (GPRAM) coordina operaciones 
conjuntas a nivel federal, estatal y municipal, como la 
Operação Período Chuvoso, que se centra en acciones 
de preparación y mitigación del impacto de inundaciones, 
deslizamientos de tierras y talas de árboles de 
emergencia. La frecuencia de estos incidentes aumenta 
durante la temporada alta de lluvias. 

IV. Cohesión social y construcción de paz
Debido a la vulnerabilidad de Brasil a la frecuencia 
e intensidad de desastres naturales causados 
especialmente por inundaciones y deslizamientos 
de tierras, la RRD es una actividad esencial para 
mantener la cohesión social y una percepción 
positiva del Estado. Las inundaciones y los 
deslizamientos de tierras causan, además de muertes, 
graves pérdidas económicas como la destrucción 
de viviendas e infraestructuras. Las inundaciones 
estacionales durante el invierno (temporada de lluvias) 
han aumentado en duración59 y magnitud.60 Durante 
esta estación, las comunidades de ciertas zonas 
suelen estar sujetas a inundaciones. Esto crea varios 
problemas, entre ellos la dificultad para acceder a los 
alimentos, así como dificultades para generar ingresos 
debido a la movilidad limitada. Al mismo tiempo, surgen 
enfermedades al verse afectado el suministro de agua 
potable. 

En 2011, el país sufrió fuertes lluvias que causaron 
inundaciones y deslizamientos de tierra, lo que provocó 
importantes pérdidas humanas y materiales. La 
percepción pública negativa sobre la responsabilidad 

Foto: Yolanda Mêne/Amazônia Real
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y la respuesta del Estado ante la emergencia provocó 
periodos de inestabilidad social. A raíz de esto, el 
Gobierno Federal ha trabajado para consolidar 
un programa multisectorial que permita la acción 
coordinada entre las agencias involucradas en temas 
relacionados con el monitoreo y la gestión de alertas, 
alarma y articulación, respuesta y movilización.

A pesar de los importantes avances logrados en las 
estructuras de RRD, algunas comunidades siguen 
enfrentándose a vulnerabilidades críticas ante las 
catástrofes naturales. Las personas participantes en 
el taller describieron sus experiencias en catástrofes 
naturales, señalando la falta de asistencia y apoyo por 
parte de las autoridades estatales. Perciben un alto nivel 
de discriminación hacia ellas debido a su condición de 
personas migrantes/refugiadas, o indígenas. Además, 
comentaron experiencias en las que no recibieron 
ayuda alimentaria por su condición de migrantes. 
Estos grupos vulnerables se sienten distanciados de los 
agentes estatales, incluidos los del sector de seguridad, 
como la Guardia Municipal, la Policía Militar y el Cuerpo 
de Bomberos Militares. La mayoría de ellos no sabe a 
quién contactar en caso de catástrofe natural y, debido 
a incidentes pasados de desalojo forzado que 
implicaron un uso excesivo de la fuerza, no confían 
en los agentes del sector de seguridad.

Existen operaciones a nivel nacional que forman parte 
de las medidas de creación de confianza con las 
comunidades locales en épocas de catástrofes, crisis 
u otras necesidades de asistencia. En el contexto 
brasileño, se denominan Acciones Cívico-Sociales 
(ACISO). Las ACISO son actividades promovidas por 
las fuerzas armadas, con una provisión temporal o 
programada de asistencia a las comunidades utilizando 
recursos humanos, materiales y técnicos para hacer 
frente a desafíos apremiantes.61 Estas actividades tienen 
como objetivo promover el espíritu cívico y comunitario 
de la ciudadanía en Brasil. Una operación similar sería 
una Fuerza de Tarea Humanitaria, como la Operación 
Bienvenida en Roraima, para aliviar el sufrimiento 
humano causado por desastre que amenace la vida 
o represente un daño significativo para la población. 
Incluye actividades de ACISO que complementan 
la respuesta civil y gubernamental/ONG al desastre 
utilizando medios militares.

Además, el segundo lunes de octubre de cada año 
se establece la Semana Nacional de Reducción de 
Desastres. El objetivo es aumentar la sensibilización 
sobre las desastres y la percepción de los riesgos, así 
como potenciar la prevención y la preparación locales, 
especialmente en las zonas de alto riesgo.62 Ello 

evidencia la consideración de algunos de los riesgos 
interseccionales y multidimensionales en políticas 
públicas como las de ordenamiento territorial, desarrollo 
urbano, salud, medio ambiente, cambio climático, 
gestión de recursos hídricos, geología, infraestructura, 
educación, ciencia y tecnología, asistencia, y las que 
puedan incorporarse al SINPDEC, con miras a proteger 
a la población. 

V. Conclusiones
	h Aunque el tamaño del territorio brasileño plantea 

claramente un reto importante en lo que respecta 
a la respuesta a los desastres y la reducción de 
riesgos, el gobierno brasileño ha desarrollado varios 
enfoques para planificar y asignar recursos 
donde más se necesitan. El mantenimiento de 
un inventario por parte del Cuerpo de Bomberos 
de todos los recursos para la RRD en todas las 
instituciones permite controlar las carencias, así 
como movilizar rápidamente los recursos según 
sea necesario en caso de emergencia. El uso de 
tecnología de monitoreo remoto también permite 
recopilar datos sobre riesgos para la alerta y la 
respuesta tempranas.

	h Sin embargo, existen importantes diferencias 
en términos de capacidad entre los niveles 
municipal, estatal y federal, así como entre los 
estados y el Distrito Federal. La Policía Militar y 
la Brigada Militar del estado de Roraima informan 
de limitaciones en el número de agentes, así como 
en medios de transporte, equipos y herramientas. 
Las limitaciones de recursos, tanto en términos 
de recursos humanos como de equipamiento, se 
abordan solicitando apoyo a las Fuerzas Armadas 
(según sea necesario). Esto implica una importante 
coordinación entre las agencias, lo que en algunos 
casos puede dar lugar a tiempos de respuesta más 
largos.

	h Las agencias municipales de Protección Civil y 
Defensa diseñan sus propios Planes Municipales 
de Contingencia. Los planes suelen incluir acciones 
como la verificación in situ de las zonas de riesgo, 
la activación del sistema de sirenas, la posibilidad 
de desalojar las zonas de riesgo y el despliegue 
de equipos de respuesta cerca de las zonas de 
riesgo. Además, los municipios no están obligados 
a informar al nivel federal sobre las acciones que 
emprenden. Esto significa que los municipios 
tienen un grado significativo de autonomía para 
la RRD, pero también existe una brecha en la 
retroalimentación y las lecciones aprendidas 
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entre los diferentes niveles de gobierno. 

	h La mayoría de las unidades de Coordinación Estatal 
de Protección y Defensa Civil cuentan con sistemas 
de alerta. En Roraima, la adopción del sistema 
de alerta por SMS fue posible después de que la 
Secretaría Nacional de Protección y Defensa Civil 
pusiera el sistema a disposición de la región. El 
sistema proporciona información relevante sobre 
fuertes lluvias, deslizamientos de tierra, inundaciones 
y otras amenazas ambientales. Aunque se pretende 
que sea accesible a cualquier persona en Roraima, 
las comunidades vulnerables, como los pueblos 
indígenas, las personas migrantes y refugiadas, 
no conocen el sistema de alerta o no pueden 
acceder a él debido a la falta de teléfonos móviles o 
de conectividad a la red en sus regiones. 

	h El gobierno brasileño ha realizado importantes 
inversiones para responder a las necesidades 
de las comunidades en tiempos de crisis. Sin 
embargo, los mecanismos formales de respuesta 
a veces pasan por alto a las personas inmigrantes 
y a otros grupos desfavorecidos, lo que apunta a 
la necesidad de prestar mayor atención a las 
necesidades y percepciones de las comunidades 
particularmente expuestas a riesgos para hacer 
una mejor contribución a la cohesión social. 

	h Involucrar a las instituciones de seguridad 
en campañas de concienciación y educación 
puede ser una contribución importante a la 

preparación, así como aprovechar la capacidad 
de estas instituciones para llegar a zonas remotas 
del país. Al mismo tiempo, existe una aparente 
necesidad de que las campañas se desarrollen 
teniendo en cuenta las experiencias pasadas que 
las comunidades pueden haber tenido con el sector 
de seguridad y que afectan (negativamente) a las 
percepciones y los niveles de confianza actuales. 
Esto aplica principalmente en el caso de los grupos 
históricamente marginados o desfavorecidos, 
como las personas inmigrantes y las comunidades 
indígenas. 

	h Dada la inmensidad del territorio brasileño, las 
comunidades de zonas remotas (por ejemplo, 
indígenas) seguirán siendo la primera línea de 
defensa en términos de preparación y mitigación 
de los riesgos de desastres. Varios representantes 
de instituciones de seguridad compartieron la 
percepción de que las comunidades indígenas 
pueden tener mejores medios de adaptación 
y resiliencia que los que pueden ofrecer las 
instituciones gubernamentales formales. El respeto 
mutuo y la apertura para aprender de las propias 
comunidades también pueden contribuir de forma 
importante a la cohesión social. 

3.	Proteger
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I. Marco jurídico 
Cuando se trata de la protección del medio ambiente, 
existen dos categorías principales: la conservación del 
medio ambiente y los delitos ambientales/actividades 
ilícitas.63 El anexo 2 ofrece información detallada sobre 
lo que se considera delito ambiental en la legislación 
brasileña, y cómo se entienden conceptos como medio 
ambiente o degradación de la calidad ambiental. 

En el caso de la protección del medio ambiente, la 
Ley n.° 6938/1981, también conocida como Política 
Nacional del Medio Ambiente (PNMA), proporciona el 
marco principal para preservar, mejorar y recuperar la 
calidad ambiental, garantizando las condiciones para el 
desarrollo socioeconómico, los intereses de la seguridad 
nacional y la protección de la dignidad de la vida humana 
en el país. Desde 1981, Brasil incorporó en su legislación 
ambiental que toda actividad empresarial privada o 
pública debe realizarse siguiendo las directrices del 
PNMA. Además, la educación ambiental se considera 
fundamental para garantizar la protección del medio 
ambiente.

Algunos de los objetivos del PNMA son alinear el 
desarrollo socioeconómico con la preservación del medio 
ambiente y el equilibrio ecológico (mantenimiento del 
equilibrio entre las especies de un ecosistema); así como 
definir las áreas prioritarias de actuación gubernamental, 
y establecer criterios y normas relacionados con 
la calidad y el equilibrio ecológico, y el uso de los 
recursos naturales. El PNMA trabaja en el equilibrio de 
intereses a nivel federal, estatal y municipal, y desarrolla 
investigación y tecnologías nacionales para mejorar 
el uso eficiente de los recursos medioambientales. 
También participa en la difusión de datos e información 
medioambientales y en la formación de la conciencia 
pública sobre la necesidad de preservar la calidad del 
medio ambiente y el equilibrio ecológico. La PNMA tiene 
facultades para hacer cumplir las leyes e imponer la 
obligación de compensar o indemnizar los daños cuando 
lo considere pertinente.

Asimismo, la Ley n.° 6938/1981 confiere el Poder de 
Policía Ambiental a la Policía Militar Ambiental. Las 
Unidades de Policía Militar Ambiental tienen la atribución 
constitucional de prevención y represión de infracciones 
cometidas contra el medio ambiente. Les otorga 
facultades para actuar en áreas como la protección de 
la flora, la fauna, la pesca y las áreas especialmente 
protegidas, así como en delitos ambientales.64

Además, el principal estatuto que rige la protección de 
los hábitats y la biodiversidad es la Ley n.° 9985/2000, 
que establece y regula el Sistema Nacional del Medio 
Ambiente (SISNAMA). La ley prevé diferentes categorías 
de unidades de conservación, en función de objetivos 

específicos y del grado de protección que deba 
alcanzarse en cada caso.65

Como complemento, la Ley nº 9605/1988 sobre Delitos 
Ambientales, delinea los delitos ambientales, las 
sanciones y qué postura (civil, administrativa o penal) 
comprende el panorama de la protección del medio 
ambiente en el país. En el caso de las infracciones 
administrativas ambientales, el SISNAMA y los Agentes 
Portuarios, de la Marina de Brasil, tienen autoridad 
policial para emitir infracciones e iniciar el proceso 
administrativo. 

La Ley Federal n° 7347/1985 confiere a las ONG y otras 
instituciones legitimación para presentar demandas 
colectivas medioambientales. Además, el artículo 70(2) 
de la Ley nº 9605/1988 - Ley de Delitos Ambientales 
establece que cualquier persona que sea testigo de un 
delito ambiental puede iniciar acciones de demanda 
colectiva ante las autoridades pertinentes.

Aunque el sector de seguridad desempeña un rol clave 
en la protección del medio ambiente en Brasil, las 
principales políticas no lo mencionan explícitamente, 
salvo en la Ley nº 9605/1988 sobre Delitos Ambientales. 
No obstante, los mandatos de instituciones como 
la Policía Federal, la Policía Militar y el Ejército sí 
mencionan la protección del medio ambiente. 

La protección del medio ambiente tiene una estrecha 
relación con la cultura local y la subsistencia de las 
comunidades locales, que también se refleja en 
cierta medida en el marco legislativo. La caza, la 
pesca y la recolección forman parte de la cultura 

Figura 6: Proteger – Actores relevantes del 
sector de seguridad
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de las comunidades indígenas, ya que determinan 
su autosuficiencia y sus sistemas de subsistencia 
tradicionales. Mientras que la Ley de Protección de la 
Vida Silvestre (Ley nº 5197/1967) prohíbe la caza, la Ley 
de Delitos contra el Medio Ambiente (Ley nº 9605/1988) 
permite la caza “en estado de necesidad”. El Estatuto 
de Desarme (Ley nº 10826/2003) incluye una categoría 
de “cazador de subsistencia” para los residentes rurales 
mayores de 25 años que dependen del uso de armas de 
fuego para la subsistencia de su familia; sin embargo, 
la Constitución de 1988 y el Estatuto Indígena (Ley 
nº 6001/73) otorgan derechos ancestrales sobre las 
tierras y facultades para cazar y pescar en sus zonas a 
los pueblos indígenas sin ninguna restricción de edad. 
Algunas comunidades locales no están familiarizadas 
con estas leyes, especialmente las personas migrantes 
y refugiadas indígenas de origen venezolano, lo que les 
impide comprender los límites de ciertas actividades y 
sus derechos cuando las realizan. 

II. Actores relevantes
El SISNAMA está compuesto por órganos y entidades de 
ámbito federal (Unión), estatal y municipal responsables 
de la protección y mejora de la calidad ambiental. 
En su instancia superior, el Consejo de Gobierno es 
responsable de asesorar al Presidente de la República 
en la formulación de políticas nacionales y directrices 
gubernamentales para el medio ambiente y sus recursos. 
El Consejo Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) 
actúa como órgano consultivo y deliberativo, con la 
finalidad de asesorar, estudiar y proponer al Consejo de 
Gobierno las directrices de las políticas gubernamentales 
para el medio ambiente y los recursos naturales, y 
deliberar, en el ámbito de su competencia, sobre normas 
y estándares compatibles con un medio ambiente 
ecológicamente equilibrado.

La Secretaría de Medio Ambiente de la Presidencia 

de la República, institución central, es responsable 
de planificar, coordinar, supervisar y controlar, como 
órgano federal, la política nacional y las directrices 
gubernamentales establecidas para el medio ambiente. 
Adscritos a la Secretaría de Medio Ambiente, el Instituto 
Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos 
Naturales Renovables (IBAMA) y el ICMBio actúan 
como órganos ejecutores, con las respectivas tareas de 
ejecutar y hacer cumplir la política gubernamental y las 
directrices establecidas para la conservación del medio 
ambiente. Además, a nivel estatal, existen órganos 
seccionales que ejecutan programas y proyectos, y 
realizan el control y la inspección de actividades con 
potencial de causar degradación ambiental. Como 
complemento de esta labor, los órganos locales se 
encargan del control y la inspección de estas actividades 
a nivel municipal. 

Junto a la estructura de la PNMA, el Ministerio de 
Medio Ambiente es un órgano de la Administración 
Pública Federal responsable de la Política Nacional de 
Medio Ambiente, así como de las áreas relacionadas 
con la preservación, conservación y uso sostenible 
de los ecosistemas, la biodiversidad y los bosques. 
Desarrolla estrategias, mecanismos e instrumentos 
económicos y sociales para mejorar la calidad ambiental 
y el uso sostenible de los recursos naturales; políticas 
para la integración del medio ambiente y la producción 
económica; políticas y programas ambientales para la 
Amazonia; estrategias e instrumentos internacionales 
para promover políticas ambientales; y zonificación 
ecológica económica. Para ello, el Ministerio tiene 
una estructura compleja con diferentes secretarías 
y agencias para promover la recolección de datos 
suficientes y materiales disponibles para informar las 
políticas ambientales.

Unidades de conservación
A nivel federal, el ICMBio es responsable de demarcar 

Foto: Vinícius Mendonça/Ibama
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las áreas protegidas en el territorio brasileño, conocidas 
como unidades de conservación. Debido a su relevancia 
para el medio ambiente, estas áreas son gestionadas 
por el sector público y están sujetas a una legislación 
específica. Actualmente, existen 344 unidades federales 
de conservación.66 El ICMBio tiene facultades para 
ejercer poderes policiales dentro de estas áreas,67 
y actúa en coordinación con la Policía Federal (en 
ocasiones con la Policía Estatal y Municipal) o las 
Fuerzas Armadas.

Debido a las dificultades de acceso a estos territorios 
(geografía compleja), y a la relativamente baja necesidad 
de contar con una presencia permanente de seguridad, 
agencias civiles como el IBAMA, el ICMBio y la 
Fundación Nacional de los Pueblos Indígenas (FUNAI) 
coordinan con los actores del sector de seguridad. 
Según el Decreto nº 4411/2002, tanto la Policía Federal 
como las Fuerzas Armadas tienen “libertad de tránsito y 
acceso por agua, aire o tierra, de militares y policías para 
realizar desplazamientos, estacionamiento, patrullaje, 
policía y otras operaciones o actividades relacionadas 
con la seguridad e integridad del territorio nacional, 
con la garantía de la ley y con el orden y la seguridad 
pública”. Esta ley es un buen ejemplo de la intersección 
entre la protección del medio ambiente y el sector de 
la seguridad, ya que reconoce que el medio ambiente 
forma parte de la “integridad nacional” y su relación 

directa con la seguridad nacional.

Otros esfuerzos de conservación significativos a nivel 
federal pueden encontrarse en el INPE, que cuenta 
con cinco tipos diferentes de sistemas de seguimiento 
para rastrear la deforestación en la Amazonia Legal de 
Brasil (ALB). Entre estos sistemas destaca la iniciativa 
DETER68. El sistema DETER es una contribución 
del INPE al plan de acción del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología, Innovación y Comunicaciones de Brasil a 
través del Grupo de Trabajo Interministerial Permanente 
para reducir la deforestación mediante imágenes de 
satélite y revisiones prácticamente diarias, lo que 
permite un sistema de alerta temprana para apoyar la 
vigilancia y el control de la deforestación. El sistema 
DETER se desarrolló para ayudar al IBAMA en las 
inspecciones medioambientales relacionadas con la 
deforestación vinculada a la minería, la tala ilegal y 
los incendios provocados con fines agrícolas y para el 
despeje de tierras. Sin embargo, las alertas del DETER 
no son lo suficientemente detalladas ni rápidas para 
ayudar plenamente a las instituciones medioambientales 
encargadas de hacer cumplir la ley con fines operativos, 
por lo que tienen que combinar estos recursos de imagen 
satelital con otro tipo de técnicas de vigilancia aérea.69
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El mandato de la Policía Federal tiene varias atribuciones 
y funciones. Es una institución civil compuesta por 
diferentes unidades, lo que hace que su mandato sea 
complejo de describir. En el área ambiental, tiene tres 
grandes pilares: (a) Investigación Criminal Ambiental 
(coordinada por una Junta, sin función judicial, ni 
direcciones específicas); (b) Criminalística (ambiental, 
ingeniería, geo información); e (c) Inteligencia70 para 
informar la toma de decisiones. Además, utiliza sistemas 
sensoriales remotos para detectar plantaciones, 
laboratorios y transportes de drogas, que son fáciles de 
ocultar en el Amazonas. 

La Policía Federal se coordina con varias instituciones 
estatales. Aunque parece haber cierto solapamiento en 
algunas competencias, existe una ligera segmentación 
tanto geográfica como en términos de división de 
competencias. Por ejemplo, dentro de la Amazonia, 
las cuestiones relacionadas con asuntos indígenas, un 
río que atraviese dos estados o se encuentre a menos 
de 50 km de la frontera internacional, y la minería son 
competencia de la Policía Federal. Sin embargo, las 
cuestiones relacionadas con el comercio de madera 
suelen ser competencia de los estados. 

La Policía Federal sólo se despliega en operaciones 
de campo en caso de delitos graves (de acuerdo con 
la legislación medioambiental). En muchos casos, la 
Policía Federal lleva a cabo operaciones conjuntas con 
la Policía Militar (encargada de proteger a las personas, 

hacer cumplir las leyes, combatir la delincuencia y 
preservar el orden público), las Policías Municipales 
u otras agencias civiles de supervisión responsables 
de asuntos medioambientales, como el IBAMA y el 
ICMBio (federal), al igual que con agencias estatales de 
supervisión, incluida la Secretaría de Estado de Medio 
Ambiente. 

La coordinación suele tener lugar en operaciones 
de gran envergadura (en las que pueden participar 
hasta 400 agentes), en operaciones que implican 
desplazamientos, en operaciones dentro de tierras 
indígenas o en zonas federales de conservación, o en 
casos con presencia de un gran número de personas 
sobre el terreno. En el caso de las operaciones 
conjuntas, suele haber una sola organización que dirige 
la operación. Dependiendo del caso, pueden ser las 
Fuerzas Armadas o la Policía Federal.

Guardia Municipal
A nivel local, algunos municipios tienen la facultad 
de crear Guardias Municipales. En Roraima, la 
Guardia Municipal71 tiene una unidad con el mandato 
de protección del medio ambiente, la GPRAM, que 
se encarga de las cuestiones relacionadas con los 
animales. 

Ejército brasileño
El Ejército brasileño participa en actividades de 
conservación y protección del medio ambiente. El 
Ejército tiene unidades militares localizadas en todos los 
biomas nacionales, incluyendo la Amazonia, Pantanal, 
Cerrado, Caatinga, Mata Atlántica y Pampas. Debido a 
su presencia en dichas áreas y siguiendo las normas 
y reglamentos marco de la Dirección de Inmuebles 
y Medio Ambiente (DPIMA) que tratan de la gestión 
medioambiental, el Ejército contribuye a la preservación 
de las especies de fauna y flora. Además, el Ejército 
participa en el combate contra los delitos ambientales, 
como la deforestación y la minería ilegal, en coordinación 
con la Policía Federal y otras agencias civiles. 

El DPIMA regula, supervisa y coordina las actividades 
relacionadas con la gestión medioambiental. Sus 
actividades incluyen la realización de inventarios, 
diagnósticos, estudios y evaluaciones medioambientales 
en cooperación con socios nacionales e internacionales. 
También imparte formación a militares y civiles en 
materia de medio ambiente.

III. Prestación de servicios

Foto: Luiz Nistal
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La evolución del rol del sector de seguridad en 
la lucha contra los delitos medioambientales
Las observaciones específicas relacionadas con los 
enfoques actuales para detectar, sancionar y prevenir 
los delitos contra el medio ambiente se incluyen en 
los subapartados correspondientes que figuran a 
continuación. Sin embargo, es importante entender 
primero como en los últimos años, el rol del sector de 
seguridad en materia de abordar los delitos contra el 
medio ambiente ha cambiado significativamente, ya 
que esta evolución ofrece valiosas lecciones para futura 
consideración sobre las ventajas y los retos de implicar a 
los actores del sector de seguridad en este espacio. 

Hasta 2019, las agencias ambientales IBAMA e 
ICMBio fueron algunos de los actores más exitosos 
en la detección y represión de delitos ambientales 
en la Amazonia. Por ejemplo, en el período 2004-
2019, la deforestación ilegal registró una reducción 
anual constante a lo largo de la implementación del 
PPCDAm, como se muestra en la Figura 7. El plan fue 
lanzado por el Gobierno Federal y ejecutado con una 
mejor coordinación entre los actores públicos de los 
poderes Legislativo y Ejecutivo y los actores del sector 
de seguridad.72

Durante este periodo, el IBAMA y el ICMBio estuvieron 
a la vanguardia de la lucha contra las actividades de 
tala ilegal. El IBAMA estaba bien equipado y era capaz 
de recopilar información de inteligencia e implementar 
ágilmente operaciones quirúrgicas con un equipo 
especializado en la aplicación de la ley conocido como 
GEF - Grupo Especializado de Fiscalização. Estas 
redadas operativas rápidas se llevaban a cabo en 
vehículos ligeros de gran movilidad y/o helicópteros 
y con menos de una docena de agentes por cada 
despliegue. Las y los agentes llegaban al lugar del delito, 
realizaban las detenciones, imponían las multas y, lo 
que era más importante, destruían la maquinaria de tala, 
lo que resultaba esencial para frenar la deforestación 
a largo plazo. En primer lugar, a las y los agentes les 
resultaba difícil trasladar la maquinaria pesada incautada 
en zonas remotas y aisladas de la selva y, en segundo 
lugar, la destrucción sistemática de la maquinaria de 
tala eventualmente demostró ser un fuerte elemento 
disuasorio para las organizaciones criminales debido al 
alto costo económico de las pérdidas de maquinaria. 

Además, las operaciones del IBAMA se consideraron 
eficaces por dos razones. En primer lugar, la agencia 
contaba con el mandato, el capital humano, las 
competencias y los recursos necesarios para llevar 
a cabo operaciones tan complejas. En segundo 
lugar, el IBAMA contaba con la valiosa información 
de inteligencia que le proporcionaban actores de la 

sociedad civil y las y los líderes medioambientales 
gracias a su confianza en la capacidad de respuesta del 
IBAMA. Al parecer, los agentes del IBAMA contaban con 
un buen nivel de coordinación con otras agencias a nivel 
federal y estatal, y consiguieron desarrollar una estrecha 
relación y una importante red de comunicaciones con 
líderes de la sociedad civil y los pueblos indígenas y 
rurales de la Amazonia, que informaban casi en tiempo 
real a estos agentes cuando veían que se estaba 
cometiendo un delito medioambiental.73

En 2019, el nuevo gobierno electo de Brasil 
transfirió la responsabilidad de combatir los delitos 
medioambientales a las fuerzas armadas y el personal 
del IBAMA disminuyó progresivamente de unos 1.500 
agentes encargados de hacer cumplir la ley en 2012, a 
unos 600 a finales de 2021.75 Sin embargo, el ejército 
nunca recibió el mandato ni de detener, ni de imponer 
multas, ni de destruir la maquinaria de tala. Además, 
las operaciones militares empleaban vehículos lentos, 
pesados y ruidosos. Cuando llegaban al lugar del delito, 
las personas involucradas en la tala ilegal ya se habían 
ido del sitio y, sin el mandato de destruir la maquinaria, 
las actividades ilegales se reanudaban al cabo de unos 
días o semanas. Como el ejército no tenía autoridad para 
imponer multas, éstas tenían que ser recaudadas por 
otras agencias gubernamentales, lo que ralentizaba el 
proceso, resultando la disminución del número de multas 
durante el periodo.76

Otro problema derivado del cambio de política en 2019 
fue que las nuevas responsabilidades atribuidas a 
las Fuerzas Armadas no iban acompañadas de un 
nuevo conjunto de habilidades y conocimientos para 
que el personal militar llevara a cabo las nuevas tareas 
asignadas. Por ejemplo, la tala legal está regulada por 
los tipos de árboles que se pueden talar y, lo que es 
más importante, dónde se pueden talar. El problema es 
que garantizar el cumplimiento es una tarea difícil para 
las y los agentes encargados de hacer cumplir la ley si 
carecen de los conocimientos necesarios para identificar 
los tipos de madera incautada en una inspección 
rutinaria o en un puesto de control, por ejemplo, ya que 
las personas involucradas en este tipo de delitos suelen 
intentar disfrazar de legal la madera no autorizada.

En los últimos años, Brasil ha intentado frenar el 
vertiginoso ritmo de deforestación que se disparó a partir 
de 2019. De mayo de 2020 a abril de 2021, la “Operación 
Brasil Verde 2” (Operação Verde Brasil 2) fue dirigida 
por el Ejército brasileño y dejó relegados a un papel 
secundario a las agencias federales con experiencia en 
la lucha contra la deforestación. Según los informes, esta 
operación fue menos eficaz que las llevadas a cabo por 
la supervisión ambiental especializada, registrándose 
incluso un aumento del número de incendios forestales 
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durante el mandato de la operación.76 Sin embargo, 
también es importante señalar que, aunque el IBAMA 
estuvo durante años mejor financiado y apoyado 
que el ejército para esta tarea, nunca fue capaz de 
detener por completo la deforestación ilegal debido a 
la gran extensión de la región a cubrir y a los obstáculos 
para atravesar la selva.

Detección
En la actualidad, la detección de delitos contra el medio 
ambiente sigue siendo un reto, no sólo en función de la 
gran extensión del territorio brasileño, sino también 
la relativa facilidad con que las personas involucradas 
en estos delitos tienen para transitar por la región. La 
cuenca del Amazonas ofrece muchas oportunidades 
económicas, como la madera, el oro, la adquisición 
ilegal de tierras y la cría de ganado. También es un 
corredor natural para el tráfico de drogas entre Brasil, 
Bolivia, Perú y Colombia, así como también con 
Europa; y para el tráfico de armas. Además, existen 
pruebas anecdóticas de que el crimen organizado y los 
delitos contra el medio ambiente están estrechamente 
relacionados. La Amazonia, además de servir como 
corredor de tránsito, ofrece oportunidades económicas 
para explotar otros recursos naturales como es el caso 
de la agricultura de soja y la ganadería, al igual que 
actividades ilegales como la tala de árboles y la minería 
utilizando los ingresos del narcotráfico. 

Las Fuerzas Armadas y la Policía Federal brasileñas 
se han esforzado por detectar y combatir los delitos 
contra el medio ambiente mediante una mayor 
cooperación internacional. Esto incluye varias 
operaciones militares y policiales conjuntas con países 
vecinos como Colombia, Bolivia,77 Guayana Francesa78 
y Perú79 ). Con Colombia, en particular, Brasil lleva a 
cabo la Reunión Anual de Intercambio Militar Regional 
con el objetivo de frenar los delitos medioambientales 

y combatir los delitos a lo largo de la frontera mediante 
operaciones de bloqueo de la minería ilegal e incautación 
de equipos para la tala ilegal de madera y la implantación 
de un sistema de sensores remotos para mejorar la 
eficacia en la detección de delitos medioambientales.80

Los actores del sector de seguridad (especialmente a 
nivel municipal) y las comunidades locales manifestaron 
que las instituciones de seguridad carecen de personal 
y recursos suficientes. Por ejemplo, en Roraima, CIPA/
PMRR, una unidad adscrita a la Policía Militar del 
Estado, sólo cuenta con 27 agentes, aproximadamente 
el 25% de la fuerza humana necesaria para cubrir un 
área 5 veces mayor que Suiza. Además, carece de 
medios de transporte suficientes y de equipos como 
embarcaciones, drones y radios, elementos clave 
para cumplir su mandato. Del mismo modo, la Policía 
Federal, que tiene el mandato de investigar delitos 
federales como delitos medioambientales, delitos 
en zonas indígenas o delitos transnacionales, sólo 
cuenta con 11,615 empleados en activo, frente a los 
406,384 de la Policía Militar, cuyas funciones son 
más de carácter preventivo, de mantenimiento del 
orden público y la seguridad pública, pero no puede 
acceder a zonas de jurisdicción federal.81 Además, 
aunque la Policía Militar cuente con grandes unidades 
especializadas como caballería, grupos tácticos, aviación 
y anti bombardeo, entre otros, el caso de Roraima 
demuestra que existen importantes diferencias entre 
los Estados. Estas limitaciones de recursos restringen 
la capacidad de las instituciones de seguridad para 
detectar y hacer frente a los delitos ambientales.

Como forma de compensar las limitaciones de recursos, 
el mapeo satelital y las tecnologías de monitoreo a 
distancia permiten vigilar zonas en las que no es factible 
la presencia permanente del sector de seguridad, así 
como mejorar las capacidades de preparación para la 
RRD. En cuanto a la protección del medio ambiente, 

Foto: Néia Dutra



26

actores como la Policía Federal, la Policía Militar Estatal 
y el ICMBio, entre otros, utilizan el monitoreo a distancia 
para identificar y priorizar las zonas de intervención. 

El monitoreo financiero también es un aspecto clave de 
los esfuerzos para detectar delitos ambientales. El área 
Forense Medioambiental de la Policía Federal cuenta 
con un departamento de contabilidad que supervisa 
las transacciones generadas por las actividades 
madereras. Verifica las actividades reportadas contra 
los flujos financieros. El área de Documentos Forenses 
valida las licencias/permisos de exploración, ya que 
muchas actividades ilegales se llevan a cabo utilizando 
documentos falsificados (apoyo a las investigaciones). 
Hay un área separada que se ocupa del lavado de 
dinero.

Sanciones y medidas de reparación 
La Ley de Delitos Ambientales y el Decreto nº 6514/2008 
establecen sanciones tanto administrativas como penales 
para los más de 200 delitos ambientales. Sin embargo, 
actores del sector de seguridad, como la Policía Federal, 
reconocen la compleja relación entre los delitos 
ambientales y los sistemas de subsistencia de las 
comunidades locales. Por ejemplo, la mayoría de las 
grandes operaciones estratégicas que resultan en el 
desmantelamiento de actividades de tala ilegal no se 
traducen en la imposición de una sanción a los individuos 
que se encuentran realizando actividades de tala ilegal. 
Por lo general, se detiene a esas personas para que 
presenten su testimonio y se les pone inmediatamente 
en libertad. Por el contrario, estas operaciones se 
centran en desmantelar la delincuencia organizada 
mediante la identificación y captura de las personas 
liderando las operaciones y financiadores de las 
operaciones de tala ilegal, y la incautación de equipos. 
Tal y como describe la Policía Federal, la experiencia 
adquirida en intervenciones anteriores demuestra que, 
si no se ofrecen alternativas a las actividades ilegales, 
las personas involucradas continúan dedicándose a 
actividades similares o, en algunos casos, acaban 
implicadas en delitos más graves. 

También es importante examinar la aplicación de las 
sanciones que se imponen. La información recopilada 
por la ONG Mongabay y la alianza periodística Tras 
las huellas de la palma82 reveló que, en los últimos 12 
años, solo se han impuesto 44 multas a productores 
irregulares/ilegales de aceite de palma, tanto por 
parte de las autoridades federales como estatales. Del 
total de sanciones registradas entre mayo de 2011 y 
noviembre de 2021, sólo 20 revelaron los montos, que 
suman 1.37 millones de reales brasileños (alrededor de 
261,000 dólares). De estas, solo tres fueron registradas 
como pagadas, y varias de ellas no contienen ninguna 

información sobre los delitos ambientales cometidos.83 
Este ejemplo demuestra cómo, en muchos casos, 
las multas no son pagadas y existe un vacío en la 
aplicación de las sanciones. Además, un informe de 
Human Rights Watch (HRW) de 201984 mostraba fallas 
sistémicas para investigar y enjuiciar adecuadamente 
los actos de violencia e intimidación relacionados 
con la tala ilegal. De los 28 homicidios documentados 
en el informe, sólo dos habían llegado a juicio, y de los 
más de 40 casos de amenazas, ninguno había llegado a 
juicio. 

Otro estudio reciente realizado por el think tank Instituto 
Igarapé analizó la distribución de 369 operaciones 
llevadas a cabo por la Policía Federal en el periodo 
2016-2021 en cada uno de los nueve estados que 
componen la Amazonia brasileña. Las operaciones se 
centraron en cinco actividades ilícitas: deforestación 
ilegal, acaparamiento de tierras, tala ilegal, minería 
ilegal, y agricultura y ganadería. Las conclusiones del 
estudio sugieren que la imposición de multas no es 
suficiente para disuadir a quienes realizan actividades 
ilegales. También enfatizan la necesidad de una sólida 
capacidad de inteligencia y de una priorización 
estratégica basada en la prevalencia de tipos 
específicos de delitos en determinados estados. Para 
disuadir y reprimir los delitos, el sector de seguridad 
brasileño también necesita reforzar sus capacidades de 
inspección administrativa85 y de persecución penal, 
ambas mencionadas como limitadas por la escasez de 
recursos humanos y financieros.86

Prevención
Es importante mencionar dos estrategias de prevención 
que tienen como objetivo la perturbación de las fases 
iniciales como estrategia para hacer frente a los delitos 
medioambientales en un vasto territorio. Una es la 
destrucción de equipos para la tala de árboles y la 
minería ilegal, que aumenta los costos y reduce los 
incentivos para dedicarse a estas actividades. La otra es 
la lucha contra el contrabando de mercurio a través de 
las fronteras brasileñas87 y el muestreo de los cuerpos 
de agua para detectar la contaminación por mercurio 
como estrategia de detección y disrupción con tres 
frentes: 1) la minería ilegal (para la que el mercurio es 
un ingrediente clave), 2) la contaminación por mercurio 
(en aguas subterráneas y ríos), y 3) la deforestación 
asociada a la minería.

La educación ambiental es uno de los principios de la 
Política Nacional de Medio Ambiente (Artículo 2, Ley 
nº 6938/1981). Actores del sector de seguridad como 
el Cuerpo de Bomberos Militares, la Policía Militar, 
la Policía Federal y la Guardia Municipal realizan 
actividades de concientización ambiental a nivel federal, 
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estatal y municipal. El principio de la participación 
ciudadana también está consagrado en la Política 
Nacional de Cambios Climáticos (Artículo 3, Ley nº 
12187/2009), la cual establece que tanto las ONG como 
individuos tienen facultades legales para denunciar 
delitos e interponer acciones colectivas ambientales.

El GPRAM ha coordinado operaciones conjuntas a 
escala federal, estatal y municipal. Por ejemplo:

	h Operación Guardianes del Bioma: centrada en la 
lucha contra la deforestación ilegal en la Amazonia. 
La acción está coordinada por el Ministerio de 
Justicia y Seguridad Pública con la participación 
del Ministerio de Medio Ambiente y el Ministerio de 
Defensa. La operación tiene como objetivo reducir 
la deforestación ilegal en la Amazonia a través de 
acciones coordinadas entre la Policía Federal, la 
Policía Federal de Carreteras, la Fuerza Nacional 
de Seguridad Pública, la FUNAI, el CENSIPAM y 
órganos de control, como el IBAMA y el ICMBio.88

	h La Operación Verde Vivo es una acción coordinada 
por el Cuerpo de Bomberos Militares del Distrito 
Federal en respuesta a situaciones de emergencia 
ambiental causadas por incendios forestales. La 
Operación tiene como objetivo realizar servicios de 
prevención y combate a los incendios forestales en 
el Distrito Federal, con el fin de proteger el medio 
ambiente y la población, así como desarrollar 
sensibilidad en las comunidades sobre preservar la 
fauna y la flora del Cerrado del Distrito Federal.

Además, otras actividades de conservación 
medioambiental llevadas a cabo por el Ejército brasileño 
incluyen la plantación de árboles, campañas de 
concientización medioambiental, actividades dirigidas 
a la preservación de especies vegetales y animales, 
y la integración de las actividades militares con la 
sostenibilidad y la conservación medioambiental.

	h Algunos ejemplos de actividades recientes de 
protección ambiental incluyen (1) la participación 
en el Día Internacional de Limpieza Costera, un 
evento mundial que se celebra anualmente durante 
el tercer fin de semana de septiembre; (2) la limpieza 
de las Áreas de Conservación Permanente, y (3) 
la plantación de 50 cepas de árboles nativos en el 
arroyo Bom Retiro. Algunas de estas actividades 
se han llevado a cabo en coordinación con los 
Bomberos Militares, la Secretaría Municipal de Medio 
Ambiente, la Secretaría Municipal de Salud y ONG.

	h El Ejército también ha impartido formación en 
Educación Ambiental, con énfasis en la prevención 
y lucha contra los incendios en el Bioma Pantanal. 
Esta actividad reunió a coordinadores y profesores 
de escuelas públicas municipales y estatales de 

Campo Grande y permitió divulgar algunas de 
las acciones del Ejército Brasileño en materia de 
protección y preservación del medio ambiente.

IV. Cohesión social y construcción de paz 

Vínculos entre el medio ambiente y las 
crecientes tensiones/violencia
Existen varias conexiones entre la explotación de los 
recursos naturales y los patrones de violencia en 
Brasil. Un informe de HRW de 2021 mostraba que desde 
2009 se han producido más de 300 muertes relacionadas 
con conflictos por la tierra en la Amazonia brasileña, de 
las cuales sólo 14 (el 5%) han sido procesadas.89 Los 
pueblos indígenas y las comunidades locales siempre 
han desempeñado un rol importante al proporcionar 
a las autoridades gubernamentales información de 
primera mano sobre actividades delictivas contra el 
medio ambiente. Sin embargo, la combinación del 
debilitamiento de las instituciones encargadas de hacer 
cumplir la legislación medioambiental y la oleada de 
invasiones y violencia contra las comunidades indígenas 
y locales de la Amazonia ha vulnerado la confianza de 
estas comunidades en las instituciones del sector de 
seguridad.90

Además, la problemática de los crímenes violentos 
relacionados con la deforestación y la preservación 
del medio ambiente es una preocupación creciente. 
Varias ONG han denunciado más de 12 000 conflictos 
relacionados con la tierra o el agua en la Amazonia 
brasileña en los últimos 10 años, que han dado lugar 
a un aumento de la violencia y las muertes.91 En 
la década 2012-21, Brasil ha sido el país con más 
asesinatos de ecologistas, con casi el 20 por ciento de 
los asesinatos que se han producido en todo el mundo, 
según información de la ONG Global Witness.92 La 
misma ONG postula que el elevado número de casos en 
Brasil se atribuye en parte a una mayor concientización 
y un mejor monitoreo por parte de la sociedad civil de 
esta problemática en comparación con otras partes del 
mundo.

Los pueblos indígenas han desempeñado un rol clave 
en la protección de la Amazonia y han sido los que más 
han sufrido, junto con personas afrodescendientes, 
los enfrentamientos violentos y los asesinatos de 
líderes ecologistas.93 Además, las mujeres han estado 
particularmente dentro del alcance de dicha violencia. 
El think tank Instituto Igarapé también ha reportado 
que 8 de cada 10 mujeres defensoras de los derechos 
humanos y medioambientales en la Amazonia han sido 
víctimas de la violencia.94 En el noreste de la Amazonia 
brasileña también se ha registrado un aumento de 
la violencia derivada de disputas por la tierra entre 
empresas dedicadas al monocultivo de aceite de palma y 
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comunidades indígenas. Por ejemplo, una colaboración 
de la ONG Mongabay y la alianza periodística Tras las 
huellas de la palma recopiló información que mostraba 
enfrentamientos entre comunidades indígenas y 
afrodescendientes, y guardias de seguridad privados 
contratados por empresas de la industria del aceite de 
palma.95

La minería ilegal es otra fuente de tensión. Los ríos y 
acuíferos están envenenados con mercurio debido 
a las actividades mineras ilegales de los garimpeiros. 
Al estar contaminada el agua, no se puede utilizar ni 
para beber ni para cultivar, lo que afecta directamente a 
la seguridad económica y sanitaria de las comunidades 
locales. Esta situación crea tensiones adicionales entre 
las comunidades locales y los garimpeiros. Durante 
la misión, el equipo del proyecto visitó comunidades en 
las que había niñas y niños afectados por hidrocefalia, 
que está relacionada con el envenenamiento por metales 
pesados durante la gestación del embrión96 y como 
efecto secundario del consumo de pescado de ríos 
envenenados con mercurio.97 Es necesario reforzar el 
monitoreo de los acuíferos y ofrecer formación sobre 
medidas preventivas, gestión de riesgos y métodos de 
colaboración comunitaria.98

Relaciones entre el sector de seguridad y las 
comunidades
Una de las principales limitaciones para la 
protección eficaz del medio ambiente en Brasil es 
el distanciamiento y la falta de confianza entre las 
comunidades locales y el sector de seguridad. El 
distanciamiento es aún mayor con grupos vulnerables 
como las personas inmigrantes, refugiadas y los pueblos 
indígenas. La cooperación con las comunidades locales 
para la prevención de la delincuencia y el intercambio 
de información es un reto, ya que la mayoría de las 

comunidades están implicadas o relacionadas con esas 
actividades. Por ejemplo, alrededor de 15 millones 
de personas viven en zonas remotas del Amazonas y 
dependen de actividades extractivas como la agricultura, 
la pesca y, en ocasiones, la minería para subsistir. 
Algunas de estas actividades son ilegales. 

Incluso en los casos en que las comunidades locales 
disponen de licencias, no cuentan con recursos 
suficientes para ampliar o hacer crecer sus actividades. 
En consecuencia, dependen de la financiación de 
terceros, que obtienen la mayor parte del beneficio 
económico y ofrecen bajas compensaciones a las 
comunidades locales. Además, no se suele incluir 
agentes de la policía locales en las grandes 
operaciones a nivel local para protegerles de la “furia 
de las comunidades” resultante del desmantelamiento 
de las operaciones ilegales. Brasil es un país grande y 
diverso, por lo que es necesario conciliar los planes de 
desarrollo con las necesidades medioambientales de las 
comunidades locales. 

Las personas entrevistadas a nivel comunitario 
afirmaron haber experimentado diferencias en la 
calidad del servicio y la respuesta al denunciar 
delitos medioambientales a la policía o a las agencias 
competentes. Con un conocimiento mínimo de sus 
derechos y un acceso limitado a las estructuras de 
toma de decisiones y a los debates públicos, las 
personas migrantes y refugiadas se encuentran con 
un bajo nivel de confianza para acudir a la policía o a 
otras instituciones de seguridad locales. Las personas 
participantes compartieron que, cuando se han puesto 
en contacto con agentes del sector de seguridad, no se 
sienten bienvenidas y afirman que esto ocurre debido a 
su origen nacional. Esto se suma a la intimidación, las 
amenazas y la violencia física, derivadas de la creciente 
xenofobia a la que se enfrentan las personas migrantes, 
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refugiadas y las comunidades indígenas (especialmente 
de origen venezolano). La respuesta de Brasil frente 
a la crisis migratoria se da en forma de recibimiento, 
regularización migratoria, provisión de alojamiento y 
asistencia humanitaria básica en albergues, reubicación 
de migrantes en otros estados del país (internalización) 
e integración socioeconómica.99 Sin embargo, la 
xenofobia ha sido señalada por las personas 
participantes como uno de los factores que agrava 
sus problemas de seguridad personal y comunitaria. 

A pesar de estos retos, las personas entrevistadas 
manifestaron su interés por aumentar su nivel de 
conocimientos centrados en la mitigación de 
los efectos de los riesgos medioambientales y 
la prevención para aminorar los efectos de la crisis 
climática. Las personas participantes sugirieron 
la creación de grupos de trabajo (vía WhatsApp u 
otros medios digitales) como un punto de partida 
para ampliar la colaboración entre la sociedad civil y 
las autoridades locales. Esta acción también podría 
servir para establecer sistemas eficaces de alerta 
temprana. Además, recomendaron crear iniciativas de 
concientización medioambiental entre las comunidades 
brasileñas y las personas migrantes y refugiadas, 
que también podrían servir como puntos de entrada a 
espacios de diálogo seguros para abordar los conflictos 
existentes y trabajar en la mitigación de los discursos 
xenófobos. 

Es importante señalar que las instituciones de seguridad 
también se han esforzado por llegar a las comunidades 
y apoyarlas. Como se ha señalado anteriormente en 
el apartado Preparar, las fuerzas armadas llevan a 
cabo acciones cívico-sociales (ACISO) para brindar 
asistencia a las comunidades necesitadas. En el 
contexto de la protección ambiental, ejemplos recientes 
de ACISO ocurrieron en el marco de la Operación “Joint 
Agata”, en marzo de 2022, destinada a combatir delitos 
transfronterizos y ambientales y a fortalecer la presencia 
del Estado en la Amazonia Occidental.100 Esta operación 
contó con la participación de la Policía Federal, el 
Ejército Brasileño, la Marina de Brasil, el IBAMA, el 
ICMBio y la Secretaría de Seguridad Pública del Estado 
de Amazonas. El componente ACISO de la operación 
buscó proporcionar atención médica y odontológica, 
actividades recreativas para la población, recuperación 
de equipamientos públicos y charlas educativas y 
preventivas, entre otras, que buscan el bienestar de la 
población en la zona de operaciones.

Como otro ejemplo positivo, personas expertas en la 
materia atribuyen el éxito de algunas operaciones de 
lucha contra la deforestación en Brasil a la estrecha 
colaboración y confianza establecida entre agentes 
medioambientales y policiales, y las comunidades 

indígenas, quienes desempeñaron un rol importante 
no sólo en la lucha contra los incendios forestales al 
ser contratadas oficialmente para ello, sino también 
como guardianes del bosque, denunciando los delitos 
medioambientales (minería, tala, etc.) directamente a 
los mandos de las agencias de protección del medio 
ambiente.101

V. Conclusiones
	h El rol de las instituciones de seguridad en la 

protección del medio ambiente ha aumentado 
considerablemente en los últimos años, 
sustituyendo en algunos casos los esfuerzos 
anteriores de las agencias de protección del medio 
ambiente para prevenir los delitos medioambientales. 
En el contexto político actual de Brasil, el equilibrio 
entre las agencias de seguridad y las agencias 
civiles de protección del medio ambiente puede 
volver a cambiar. Sin embargo, el alto riesgo 
de explotación de los recursos naturales de la 
Amazonia y la importancia crítica de proteger esta 
zona, aunada a los vínculos entre la delincuencia 
medioambiental y otras formas de delincuencia 
grave, sugieren que es probable que el sector de 
seguridad continúe desempeñando un rol destacado 
en los próximos años. 

	� Por lo tanto, es importante capitalizar las 
lecciones aprendidas recientes y garantizar 
una orientación hacia la seguridad humana en 
las futuras operaciones de seguridad en este 
ámbito, para incluir la creación de más espacios 
de diálogo entre las instituciones de seguridad y 
las comunidades. 

	h Para hacer frente al problema de la inmensidad 
del territorio que hay que vigilar, existen un par 
de actividades preventivas eficaces que tienen 
por objeto la disrupción de las fases iniciales 
de delitos medioambientales, como combatir 
el contrabando de mercurio en las fronteras y 
la destrucción de los equipos utilizados para 
actividades ilegales. Además, el uso de tecnologías 
de monitoreo remoto ha demostrado ser una forma 
eficaz de ampliar la vigilancia en zonas remotas. 

	h Centrarse en los aspectos financieros de los 
delitos contra el medio ambiente, como la 
investigación forense y el rastreo financiero, 
la seguridad de los documentos y la detección 
del fraude, ha demostrado ser una estrategia 
eficaz para hacer frente a las actividades delictivas 
organizadas a mayor escala en torno a los delitos 
medioambientales. 

	h Las “operaciones de represión” (por ejemplo, 
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“Arco de Fuego”) tienen un efecto/impacto rápido, 
ya que dan lugar a la detención de personas 
implicadas en actividades ilegales. Sin embargo, 
el efecto es sólo temporal y se crea un nuevo 
problema debido a la pérdida de los medios de 
subsistencia de las personas. A menudo, las 
personas afectadas se ven obligadas a emigrar 
para encontrar nuevas oportunidades laborales. 
Otras se ven implicadas en otro tipo de delitos, lo 
que crea una serie de nuevos problemas. Por otro 
lado, las operaciones que incluyen acciones 
afirmativas y de desarrollo sostenible (como el 
“Arco Verde”) son más complejas ya que requieren 
de cooperación interinstitucional e intersectorial, así 
como tiempo y recursos adicionales. Sin embargo, 
dado que abordan las causas raíz de muchos de los 
problemas que contribuyen al involucramiento de las 
comunidades en operaciones ilegales, resultan ser 
mucho más eficaces y sostenibles. 

	h La gobernanza en Brasil está distribuida entre los 
niveles federal, estatal y municipal, lo que en algunos 
casos hace más compleja los temas de jurisdicción 
para los delitos medioambientales. Por ejemplo, la 
policía federal es quien está facultada para acceder 
legalmente a las zonas gobernadas por comunidades 
indígenas, que es donde, al parecer, se producen 
la mayoría de los delitos medioambientales graves. 
La policía federal tiene el mandato de investigar 
delitos y no se ocupa de la seguridad pública. Por 
el contrario, la policía estatal o municipal (cuando 
existe) está físicamente más cerca de estas zonas 
y tiene el mandato de mantener el orden público 
y garantizar la seguridad pública; sin embargo, no 
puede acceder a territorios demarcados y depende 
de las instrucciones de la policía federal, lo que a 
veces ralentiza y/o complica brindar respuestas 
atingentes. 

	� Hasta el año 2018, el rol de instituciones civiles 
como el IBAMA y la FUNAI era clave para hacer 
frente a las actividades ilegales y poner en 
marcha operaciones eficaces para desmantelar 
los delitos medioambientales. Reforzar o reactivar 
el rol de estas instituciones puede conducir a una 
respuesta más eficaz para abordar este tipo de 
delitos.

	h Con frecuencia, las organizaciones delictivas 
sobornan y amenazan a funcionarios públicos para 
facilitar sus operaciones, creando así riesgos de 
corrupción a lo largo de la cadena de detección 
y respuesta frente a los delitos medioambientales. 
Las y los funcionarios locales también determinan 
y dirigen el uso de activos clave, incluida la policía. 
Lo anterior es prometedor desde el punto de vista 
de la descentralización de la toma de decisiones, 

pero también requiere de una fuerte supervisión 
para garantizar que los conflictos de intereses 
locales no influyan en las operaciones policiales, 
por ejemplo, cuando las y los funcionarios locales 
pueden tener intereses financieros en permitir que 
continúen los delitos medioambientales. 

	h La disuasión de los delitos (graves) contra el medio 
ambiente requiere la aplicación consistente de 
sanciones que sean lo suficientemente severas 
como para afectar al análisis costo-beneficio de las 
organizaciones delictivas. Aunque está claro que las 
instituciones de seguridad brasileñas ya emplean 
un enfoque basado en datos y priorizado para hacer 
frente a los delitos medioambientales, existe un 
margen para examinar la aplicación de las penas 
y el enjuiciamiento de los casos para garantizar 
que las operaciones iniciales acaben teniendo 
consecuencias que disuadan de cometer delitos en 
el futuro. Esto se aplica no sólo a la tala y la minería 
ilegales, por ejemplo, sino también a la necesidad 
de investigar y perseguir los casos de violencia 
relacionados con la extracción de recursos naturales. 

	h La seguridad medioambiental y la seguridad humana 
están inextricablemente unidas, una conexión que 
se está volviendo más crítica a medida que siguen 
aumentando las presiones relacionadas con la 
explotación de los recursos naturales. En Brasil, las 
instituciones de seguridad han desempeñado un 
rol especialmente destacado en esta intersección y 
han demostrado una clara comprensión de los retos 
a los que se enfrentan para ganar y conservar 
la confianza de las comunidades y desarrollar 
enfoques diferenciados ante formas de daño 
medioambiental que van desde las prácticas 
de subsistencia hasta los casos más graves de 
delincuencia organizada. Existen oportunidades para 
seguir construyendo sobre esta base, y para que los 
socios internacionales aprendan de esta experiencia 
(por ejemplo, el programa Brasil Mais). 

	h Aunque las personas migrantes y refugiadas han 
expresado su preocupación por las interacciones 
con el sector de la seguridad, también han 
manifestado una clara voluntad de aprender más 
sobre las mejores formas de mitigar los riesgos 
medioambientales, entre otros factores porque, en 
algunos casos, la decisión de migrar a Brasil estuvo 
motivada por factores medioambientales. Esto 
puede ofrecer un importante punto de entrada para 
el diálogo con las instituciones de seguridad, 
que podrían aprender más sobre los factores de 
riesgo de estas comunidades y, al mismo tiempo, 
crear conciencia sobre las actividades prohibidas y 
perjudiciales para el medio ambiente. 
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	h Las comunidades con opciones limitadas de 
subsistencia y generación de ingresos se encuentran 
bajo presión y, en algunos casos, son más 
vulnerables a las ofertas para involucrarse en delitos 
medioambientales. Además, algunos integrantes 
de las comunidades tienen un nivel alto de 
conciencia acerca de los costos de la degradación 
medioambiental, lo que crea tensiones locales en 
torno a las decisiones y acciones relacionadas 
con la explotación de los recursos naturales.

	h La impunidad de la creciente violencia asociada 
a la extracción de recursos naturales corre el riesgo 
de vulnerar significativamente la confianza que 
las comunidades depositan en las instituciones 
de seguridad y de servir como una barrera para la 
cooperación en el futuro. 

Conclusión

Recomendaciones 
Las conclusiones de este estudio muestran que el sector 
de seguridad de Brasil desempeña un rol importante 
en la prevención y protección contra los impactos del 
cambio climático y en la protección del medio ambiente. 
Brasil cuenta con una sólida legislación nacional 
sobre el tema y posee un buen número de agencias 
federales, estatales y municipales con capacidad para 
monitorear y hacer cumplir la ley. Sin embargo, la vasta 
extensión territorial del país representa un gran desafío 
en términos de recursos existentes, capital humano y 
capacidades para abordar todas las necesidades de 
RRD y protección medioambiental. Además, las causas 
subyacentes de los desastres naturales y los delitos 
medioambientales suelen escapar a las competencias 
del sector de seguridad. Para abordar eficazmente 
estas cuestiones, se necesitan enfoques holísticos que 
implican la colaboración entre varios agentes estatales 
(ministerios de Sanidad, Trabajo y Seguridad Social, 
Medio Ambiente, Integración y Desarrollo Regional, 
Mujer y Derechos Humanos, etc.).

Los socios internacionales deben:
	h Considerar las recomendaciones para las distintas 

instituciones brasileñas como una posible hoja de 
ruta para su cooperación con Brasil.

	h Partiendo de la base de algunas de las prácticas 
prometedoras aplicadas por las instituciones de 
seguridad brasileñas (como la prevención de la 
delincuencia en las fases iniciales, las tecnologías 
de monitoreo a distancia, el mantenimiento 
de inventarios de los recursos disponibles y la 

concentración en la inteligencia financiera y la 
investigación forense de documentos), identificar 
y apoyar oportunidades para compartir 
experiencias e intercambios entre pares con otros 
países que se enfrentan a retos similares.

	h Reconocer y aprender de las lecciones únicas 
que ofrece el rol que las instituciones brasileñas del 
sector de la seguridad han venido desempeñando 
en materia de protección del medio ambiente, 
desde los enfoques basados en datos para detectar 
y disuadir los delitos medioambientales, hasta el 
reconocimiento del rol que desempeñan los medios 
de subsistencia y los niveles de confianza para 
permitir u obstaculizar la cooperación entre agentes 
de seguridad y las comunidades.

	h Apoyo a la creación de espacios para un diálogo 
estructurado entre el sector de seguridad, y las 
comunidades locales para obtener una mejor 
comprensión de sus necesidades y conciliar los 
enfoques existentes sobre la RRD y la protección 
del medio ambiente. Los enfoques metodológicos de 
diálogos similares, aplicados en otros lugares de la 
región, pueden ser de especial interés para fortalecer 
gradualmente la relación entre las instituciones 
de seguridad y las comunidades, en particular los 
grupos que históricamente han sido desatendidos o 
marginados. 

	h Seguir apoyando los programas de gestión de 
la migración: Los actores internacionales deberían 
brindar apoyo al tema de migración relacionada 
con el cambio climático a través de proyectos 
de movilidad humana destinados a ayudar a las 
comunidades locales a construir espacios de 
vivienda dignos y resilientes. Esto redundará en una 
menor incidencia de desastres causados por riesgos 
medioambientales. Además, estos programas 
pueden influir en la percepción que tienen las 
comunidades de los agentes del sector de seguridad, 
como los militares, que a menudo participan en la 
ejecución de estas acciones (como la gestión de los 
campos de personas refugiadas).

	h Promover y apoyar iniciativas regionales e 
internacionales de aplicación de la ley, para incluir 
intercambios de lecciones aprendidas y buenas 
prácticas. 

Policía Federal, Policía Militar Estatal y Guardias 
Municipales deben: 

	h Revisar los mandatos actuales y la distribución/
priorización de los recursos del sector de 
seguridad, haciendo especial énfasis en las 
distinciones entre los niveles federal, estatal y 
municipal, para identificar posibles brechas o 
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ineficiencias que podrían abordarse en respuestas 
futuras a desastres o delitos medioambientales. 

	h Invertir en capacidad adicional en donde sea 
apropiado. Los agentes del sector de seguridad 
expresaron la necesidad de invertir en equipos, 
tecnologías y medios de transporte actualizados, 
así como en formación técnica y especializada 
sobre temas medioambientales.102 En particular, 
resulta relevante determinar en dónde se necesitan 
conocimientos técnicos adicionales para mejorar 
el monitoreo de las actividades ilegales, incluida la 
tala de árboles, y para fortalecer las investigaciones 
y el enjuiciamiento de los casos graves de delitos 
medioambientales. La educación y la capacitación 
a todos los niveles del sector de seguridad también 
pueden ser útiles para reforzar la comprensión de 
los complejos vínculos entre el cambio climático 
y la seguridad de las comunidades. Los ámbitos 
concretos para aumentar las capacidades 
podrían ser la capacitación sobre identificación 
de documentos/permisos fraudulentos y la 
ampliación de las capacidades de monitoreo de los 
flujos financieros, las exportaciones ilegales de 
madera y minerales y el monitoreo a distancia. 

	h Abordar la seguridad desde una perspectiva 
multidimensional: En aras de la seguridad de 
la comunidad, es esencial que las autoridades 
gubernamentales apliquen medios eficaces para 
reducir los daños al medio ambiente aumentando 
los niveles de salud y seguridad personal y de 
la comunidad, proporcionando mecanismos de 
sostenibilidad medioambiental. Las instituciones de 
seguridad son muy conscientes de los límites de 
sus funciones para hacer frente a toda la gama de 
factores que provocan daños al medio ambiente 
y pueden seguir buscando oportunidades para 
ofrecer respuestas coordinadas con otros sectores 
gubernamentales y con la sociedad civil. 

	h Mejorar la comunicación entre agencias: La 
experiencia y el intercambio de conocimientos 
sobre buenas prácticas entre agencias municipales, 
estatales y nacionales pueden contribuir a mejorar 
la calidad, la eficacia y la eficiencia de la prestación 
de servicios de seguridad, lo que se traduce en una 

mejora de la preparación y la protección. 

	� Por ejemplo, una mayor coordinación entre los 
actores del sector público como el SISNAMA 
y los actores del sector de la seguridad a nivel 
nacional (Defensa Civil, Policía Militar, Policía 
Federal) y también a nivel subnacional (Policía 
Estatal y Policía Municipal) es fundamental 
para diseñar intervenciones eficaces que 
hagan frente a riesgos medioambientales como 
sequías e inundaciones, así como a delitos 
medioambientales (tala ilegal, minería y uso/
propiedad de la tierra). 

	� Una mejor cooperación e intercambio de 
información también puede ayudar a garantizar 
que los recursos se prioricen y se utilicen 
eficazmente, así como a identificar y hacer frente 
a los riesgos potenciales relacionados con la 
corrupción y la impunidad. 

	h Garantizar que la aplicación de la legislación 
medioambiental sea imparcial y vaya 
acompañada de actividades de educación 
y concienciación. Las comunidades de este 
estudio demostraron bajos niveles de confianza 
en las autoridades debido a lo que perciben como 
un alto nivel de impunidad y falta de acciones 
efectivas contra quienes cometen tanto delitos 
medioambientales como delitos violentos derivados 
de contextos de disputas medioambientales. 
Las comunidades locales también expresaron 
desconocimiento de la legislación medioambiental. 
	� Actores del sector de seguridad como el Ejército 

Brasileño, el CIPA, las Brigadas Militares de 
Bomberos y las Guardias Municipales ya tienen 
en marcha acciones relacionadas con programas 
de educación y concientización medioambiental. 
El alcance de estos programas podría ampliarse 
para fortalecer el rol y la participación de la 
sociedad civil y las comunidades locales en la 
protección del medio ambiente en coordinación 
con las instituciones de seguridad. 

	h Promover la inclusión de las comunidades 
en los procesos de toma de decisiones 
medioambientales. Debido a sus experiencias, 
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las personas inmigrantes, refugiadas y los pueblos 
indígenas están bien posicionados para compartir 
sus necesidades en la esfera pública. Esto permitiría 
mejorar la respuesta a los riesgos climáticos y 
medioambientales. Fomentar la participación de 
la comunidad no sólo es clave para mejorar las 
respuestas de preparación y protección, sino que 
también es crucial para la sostenibilidad de las 
iniciativas y para reforzar la cohesión social.

	h Seguir reforzando/ampliando los sistemas de 
alerta temprana. Garantizar que todas las personas 
que viven en zonas vulnerables tengan acceso 
al sistema de alertas tempranas en el momento 
oportuno (por ejemplo, actualizando las bases 
de datos de listas de contactos; reevaluando los 
protocolos actuales sobre el flujo de trabajo y el 
proceso de envío y recepción de alertas; impartiendo 
formación centrada en el análisis de datos 
medioambientales para el monitoreo de riesgos, 
idealmente de forma conjunta con universidades e 
instituciones de vigilancia municipales y estatales).103

	h Reforzar las relaciones con las comunidades 
locales. Una provisión de seguridad eficaz requiere 
de la legitimidad y el apoyo de la comunidad. 
Muchas comunidades locales perciben el rol de 
las y los agentes de seguridad como represores 
más que como protectores. Esto reduce el espacio 
para la cooperación debido a los bajos niveles de 
confianza para acercarse al sector de seguridad 
cuando se enfrentan a desafíos medioambientales. 
Al mismo tiempo, hay ejemplos positivos en los que 
basarse, como la colaboración y la confianza entre 
las agencias medioambientales y policiales y las 
comunidades indígenas, los cuales han mejorado la 
lucha contra los incendios forestales y la detección 
de delitos medioambientales. 
	� El sector de seguridad debería centrarse en 

iniciativas de creación de confianza con las 
comunidades locales, dando prioridad a los 
grupos vulnerables y marginados que están 
más distanciados del sector de seguridad. Los 
programas que facilitan el diálogo en torno 
a las necesidades medioambientales de las 
comunidades locales pueden contribuir a reforzar 
las relaciones con la sociedad civil.

	h Junto con agentes civiles de supervisión, identificar 
posibles riesgos de corrupción y reforzar las 
medidas de monitoreo cuando sea necesario. Esto 
podría incluir revisar si se aplican las sanciones por 
delitos contra el medio ambiente y cómo se aplican, 
y cómo se toman las decisiones relativas a la 
asignación de activos del sector de seguridad. 

	h Aumentar los esfuerzos de cooperación entre 
agentes del sector de seguridad de los países 

vecinos. Las iniciativas de cooperación que 
permiten el intercambio de lecciones aprendidas 
entre agentes del sector de seguridad a nivel federal, 
estatal y municipal pueden reforzar la eficacia de las 
operaciones de protección del medio ambiente. La 
experiencia en otros lugares también ha demostrado 
que puede ser necesario identificar y superar los 
obstáculos prácticos al intercambio de información 
sensible como parte de los esfuerzos para mejorar 
los enfoques transfronterizos y colmar las lagunas en 
la aplicación de la ley. 

Oportunidades y puntos de entrada
El compromiso expreso del nuevo gobierno de 
proteger los valiosos recursos naturales de Brasil 
puede ofrecer una importante oportunidad para 
revisar las funciones y prácticas actuales del sector de 
seguridad en la RRD y la protección del medio ambiente; 
para identificar lagunas y oportunidades específicas 
para utilizar los recursos de manera más eficaz en 
los diferentes sectores y niveles de gobierno; y para 
garantizar que las respuestas del sector de la seguridad 
se adaptan bien a las necesidades y vulnerabilidades de 
las diferentes comunidades. 

Implicaciones para SSG/R
	h Las operaciones dirigidas a abordar el nexo entre 

ayuda humanitaria, desarrollo y seguridad 
tienen más probabilidades de ser eficaces para la 
reducción del riesgo de desastres y la protección 
del medio ambiente. La coordinación entre actores 
medioambientales y de seguridad es fundamental 
para diseñar intervenciones eficaces que hagan 
frente a los riesgos medioambientales. Las sequías 
y las inundaciones, así como las operaciones 
ilegales de tala, minería y uso/propiedad de la tierra, 
pueden abordarse integrando la participación de la 
sociedad civil en la educación medioambiental, 
los sistemas de alerta temprana y los programas 
de medios de vida alternativos.

	h La aplicación de la ley por sí sola es insuficiente 
para hacer frente a los incidentes de delitos contra 
el medio ambiente. Está claro que algunos delitos 
contra el medio ambiente, concretamente los 
perpetrados por grupos delictivos organizados, 
requieren una respuesta policial firme y eficaz. Sin 
embargo, a menudo ocurre que las personas y 
comunidades implicadas en daños medioambientales 
(ya sea mediante prácticas de subsistencia o por su 
participación en actividades delictivas) tienen pocas 
alternativas en cuanto a fuente de ingresos. Aunque 
inicialmente se requiera más tiempo y esfuerzo, las 
soluciones integradas que abordan el desarrollo 
de medios de subsistencia alternativos, así como 
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la aplicación de la legislación medioambiental, 
tienen más probabilidades de éxito en el largo plazo. 

	h Las respuestas de seguridad a los riesgos 
climáticos y medioambientales deben estar 
informadas y guiadas por la experiencia 
medioambiental. Esto implica examinar 
cuidadosamente los respectivos roles y mandatos de 
las instituciones de seguridad y otras instituciones 
gubernamentales y desarrollar enfoques coordinados 
que integren las fortalezas, la experiencia y 
el acceso de cada institución. Lo ideal sería 
que las instituciones de seguridad colaboraran 
estrechamente con las agencias y ministerios de 
medio ambiente en la planificación y ejecución de 
las operaciones. Cuando esto no sea posible, las 
instituciones de seguridad deben disponer de la 
formación, la doctrina y los conocimientos necesarios 
para desempeñar un rol eficaz y adecuado. 

	h La planificación informada sobre riesgos es 
indispensable tanto para reducir el riesgo de 
desastres como para hacer frente a los delitos 
contra el medio ambiente. Esto aplica especialmente 
cuando se cubren grandes áreas geográficas con 
recursos limitados. Lo anterior puede incluir el uso 
de muestreos para detectar prácticas ilegales, 
la recolección y el análisis de datos de vigilancia 
para orientar las operaciones, o un énfasis en la 
inteligencia financiera para identificar de mejor 
forma a los grupos implicados en actividades 
ilegales, incluido el tráfico transnacional. En el caso 
de la RRD, el uso de tecnología de monitoreo a 
distancia permite recopilar datos sobre riesgos, en 
zonas remotas o inaccesibles, para informar a los 
sistemas de alerta temprana y mejorar la preparación 
mediante el accionar de respuestas tempranas.

	� La planificación basada en los riesgos va 
más allá de los aspectos tecnológicos de 
las investigaciones criminales e incluye un 
análisis exhaustivo de las necesidades de 
la comunidad, por ejemplo, para determinar 
dónde pueden ser especialmente vulnerables 
las comunidades de riesgo a las oportunidades 
económicas que ofrecen los grupos dedicados a 
los delitos contra el medio ambiente o a amenazas 
específicas de desastres. 

	h La gobernanza tanto de la seguridad como de 
los recursos naturales tiene lugar a través de un 
conjunto complejo e interconectado de relaciones 
entre individuos e instituciones. Es importante 
examinar estas relaciones, sobre todo allí donde 
se entrecruzan funciones y responsabilidades (por 
ejemplo, entre los niveles nacional y subnacional), 
para identificar las brechas y las áreas en las 

que la mala gestión o la corrupción constituyen 
un riesgo. Es igualmente importante examinar 
críticamente cómo se distribuyen los recursos 
humanos y financieros en el sistema y si las 
decisiones sobre los recursos se toman a un nivel 
que permita dar respuestas eficaces. 

	h Las comunidades están dispuestas y son 
capaces de desempeñar un rol como actores 
clave en la seguridad climática. En algunos casos, 
los enfoques tradicionales de la agricultura y la 
gestión de los recursos naturales son importantes 
fuentes de resiliencia y pueden complementar 
sustancialmente lo que las instituciones 
gubernamentales podrían ofrecer para mitigar los 
riesgos para la seguridad climática. En otros, las 
comunidades están deseosas de aprender más 
sobre las prácticas prohibidas y las alternativas 
sostenibles, lo que crea un espacio para el diálogo 
y la concientización entre las comunidades, las 
instituciones de seguridad y las agencias civiles. 

	h La atención a las necesidades de los grupos 
vulnerables es fundamental en el contexto de la 
RRD y la protección del medio ambiente. 

	� Las comunidades, incluidas las personas 
migrantes, que viven en zonas remotas o 
en asentamientos urbanos informales son 
especialmente vulnerables a los desastres 
naturales, incluidas las inundaciones y los 
deslizamientos de tierra, y sin embargo pueden no 
tener acceso a sistemas de alerta temprana o a 
información fiable sobre los riesgos y las medidas 
de mitigación. 

	� Los grupos con escasas oportunidades 
económicas también pueden verse presionados 
a participar en actividades que dañan el medio 
ambiente. 

	� Las personas y comunidades que han tenido 
interacciones negativas con las instituciones de 
seguridad también pueden ser menos propensas 
a denunciar delitos medioambientales.  

	h Los riesgos climáticos y medioambientales no están 
limitados por las fronteras nacionales por lo que es 
necesario apoyar una mayor cooperación entre 
agentes del sector de seguridad de los países 
vecinos. En Brasil, por ejemplo, el Amazonas es un 
corredor natural para las organizaciones delictivas. 
Las iniciativas de cooperación que permiten el 
intercambio de lecciones aprendidas entre agentes 
del sector de seguridad de los niveles federal, 
estatal y municipal, pueden reforzar la eficacia de 
las operaciones de protección del medio ambiente. 
La experiencia con otras iniciativas regionales de 
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aplicación de la ley también ha demostrado que es 
importante identificar y abordar las barreras prácticas 
que puedan existir, por ejemplo, para compartir 

información sensible como parte de los esfuerzos 
transfronterizos para fortalecer las investigaciones y 
cerrar las brechas en la aplicación de la ley.
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Anexos 

Anexo 1. Glosario brasileño - Preparar
According to the legislation, the definitions are as follows: 
I - acciones de mitigación: medidas destinadas a reducir, 
limitar o evitar el riesgo de desastres.

II - acciones de preparación - medidas destinadas a 
optimizar las acciones de respuesta y minimizar los 
daños y pérdidas resultantes de un desastre.

III - acciones de prevención - medidas prioritarias 
destinadas a evitar la conversión del riesgo en desastre 
o la instalación de vulnerabilidades.

IV - acciones de recuperación - medidas desarrolladas 
tras la ocurrencia de un desastre destinadas a 
restablecer la normalidad social que incluyen la 
reconstrucción de la infraestructura dañada o destruida y 
la recuperación del medio ambiente y la economía.

V - acciones de respuesta - medidas de carácter urgente, 
llevadas a cabo durante o después de la ocurrencia de 
del desastre, destinadas a ayudar y asistir a la población 
afectada y a restablecer los servicios esenciales.

VI - acciones de restauración - medidas de emergencia 
destinadas a restablecer las condiciones de seguridad y 
habitabilidad y los servicios esenciales a la población de 
la zona afectada por un desastre.

VII - desastre - resultado de un acontecimiento adverso 
derivado de una acción natural o antrópica sobre un 
escenario vulnerable que causa daños humanos, 
materiales o medioambientales y perjuicios económicos 
y sociales.

VIII - estado de calamidad pública - situación anormal 
causada por un desastre que ocasione daños y pérdidas 
que impliquen compromiso sustancial de la capacidad de 
respuesta del Poder Público del ente federativo afectado 
o que exijan la adopción de medidas administrativas 
excepcionales de respuesta y recuperación.

IX - plan de contingencia - conjunto de medidas 
preestablecidas destinadas a responder a una situación 
de emergencia o estado de calamidad pública de forma 
articulada, planificada e intersectorial, elaboradas a partir 
de hipótesis de desastre, con el objetivo de minimizar 
sus efectos.

X - protección y defensa civil - conjunto de acciones 
de prevención, mitigación, preparación, respuesta y 
recuperación destinadas a:

a)	evitar o minimizar los efectos derivados de un 
desastre.

b)	preservar la moral de la población; y

c)	restablecer la normalidad social y hacerla 
resiliente.

XI - Sistema Estatal y Distrital de Defensa y Protección 
Civil - conjunto de órganos y entidades de la 
administración pública estatal o distrital responsables 
de la realización de acciones de prevención, mitigación, 
preparación, respuesta y recuperación y de gestión de 
riesgos y desastres.

XII - Sistema Federal de Protección y Defensa Civil - 
conjunto de órganos y entidades de la administración 
pública federal responsables de la ejecución de acciones 
de prevención, mitigación, preparación, respuesta y 
recuperación y de la planificación y coordinación de 
acciones de gestión de riesgos y desastres.

XIII - Sistema Municipal de Defensa y Protección Civil 
- conjunto de órganos y entidades de la administración 
pública municipal responsables de la ejecución de 
acciones de prevención, mitigación, preparación, 
respuesta y recuperación y de gestión de riesgos y 
desastres.

XIV - situación de emergencia - situación anormal 
causada por un desastre que ocasione daños y pérdidas 
que impliquen el compromiso parcial de la capacidad de 
respuesta del Poder Público del ente federativo afectado 
o que exija la adopción de medidas administrativas 
excepcionales de respuesta y recuperación. 

Los riesgos se definen a través de las siguientes 
categorías:
I - climatológico.
II - de fuego.
III - manejo de productos peligrosos.
IV - salud.
V - en presas.
VI - hidrogeológico.
VII - hidrológico.
VIII - meteorológico.
IX - nuclear y radiológico; y
X - sismológico.

Los desastres se definen por su: 
1. Naturaleza (natural o tecnológica) 

2. Periodicidad (cíclica/estacional o esporádica)

3. Evolución (repentina o gradual). 

Brasil también tiene una Clasificación y Codificación 
de Desastres (COBRADE) siguiendo las directrices de 
Naciones Unidas.
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Anexo 2. Glosario brasileño - Proteger
De acuerdo con la Ley Nº 6.938 de 1981, se definen los 
siguientes términos:
I - medio ambiente - el conjunto de condiciones, leyes, 
influencias e interacciones de naturaleza física, química 
y biológica, que permite, alberga y gobierna la vida en 
todas sus formas.

II - degradación de la calidad ambiental, alteración 
adversa de las características del medio ambiente.

III – contaminación - la degradación de la calidad del 
medio ambiente resultante de actividades que directa o 
indirectamente pueden:

a)	perjudicar la salud, la seguridad y el bienestar de 
la población.

a)	crear condiciones adversas para las actividades 
sociales y económicas.

a)	afectar negativamente a la biota.

a)	afectar a las condiciones estéticas o sanitarias del 
entorno.

a)	liberar materiales o energía que no cumplan las 
normas medioambientales establecidas.

IV – contaminador - la persona física o jurídica, de 
derecho público o privado, responsable, directa o 
indirectamente, de una actividad causante de la 
degradación del medio ambiente.

V - recursos medioambientales - la atmósfera, las aguas 
continentales, superficiales y subterráneas, los estuarios, 
el mar territorial, el suelo, el subsuelo, los elementos de 
la biosfera, la fauna y la flora. 

Según la Ley nº 9605/1988 sobre delitos contra el medio 
ambiente, los delitos contra la fauna son los siguientes: 
 Art. 29. Matar, acechar, cazar, capturar, utilizar 
ejemplares de fauna silvestre, nativa o en ruta migratoria, 
sin el debido permiso, licencia o autorización de la 
autoridad competente, o en disconformidad con la 
obtenida.

Art. 30. Exportar pieles y cueros crudos de anfibios y 
reptiles al extranjero, sin autorización de la autoridad 
ambiental competente.

Art. 31. Introducir al país un ejemplar animal, sin contar 
con dictamen técnico oficial favorable y licencia expedida 
por autoridad competente.

Art. 32. Practicar un acto de abuso, maltrato, lesionar o 
mutilar animales salvajes, domésticos o domesticados, 
nativos o exóticos.

Art. 33. Provocar, a través de la emisión de emisiones o 
transporte de materiales, el perecimiento de ejemplares 

de la fauna acuática existente en ríos, lagos, represas, 
lagunas, bahías o aguas jurisdiccionales brasileñas.

Art. 34. Pesca durante un período en el que la pesca 
está prohibida o en lugares prohibidos por el organismo 
competente.

Art. 35. Utilización de la pesca de:

I - explosivos o sustancias que, en contacto con el agua, 
producen un efecto similar.

II - sustancias tóxicas, u otros medios prohibidos por la 
autoridad competente:

Art. 36. Para efectos de la presente Ley, se considera 
pesca todo acto destinado a sustraer, extraer, recolectar, 
capturar, aprehender o apresar ejemplares de los grupos 
de peces, crustáceos, moluscos y plantas hidrobias, 
susceptibles o no de aprovechamiento económico, 
con excepción de las especies en peligro de extinción, 
incluidas en las listas oficiales de fauna y flora.

Art. 37. El sacrificio de un animal no constituye delito 
cuando se lleva a cabo:

I - en estado de necesidad, para saciar el hambre del 
agente o de su familia.

II - proteger cultivos, huertos y ganado de la acción 
depredadora o destructiva de animales, siempre que 
esté legal y expresamente autorizada por la autoridad 
competente.

III - (VETOED)

IV - porque el animal sea nocivo, siempre que así lo 
califique el órgano competente.

Los delitos contra la flora son los siguientes: 
Art. 38. Destruir o dañar un bosque considerado 
de conservación permanente, aunque se trate de 
información, o utilizarlo infringiendo las normas de 
protección: 
Art. 38-A. Destruir o dañar la vegetación primaria 
o secundaria, en estado avanzado o medio de 
regeneración, del Bioma Mata Atlántica, o utilizarla en 
violación de las normas de protección: (Incluido por la 
Ley nº 11.428, de 2006). 

Art. 39. La tala de árboles en un bosque se considera de 
conservación permanente, sin permiso de la autoridad 
competente.

Art. 40. Causar daño directo o indirecto a las Unidades 
de Conservación y a las áreas de que trata el art. 
27 del Decreto nº 99.274, de 6 de junio de 1990, 
independientemente de su localización.

Art. 41. Provocar incendios forestales o de bosques. 

Art. 42. Fabricar, vender, transportar o soltar globos que 
puedan provocar incendios en bosques y otras formas 
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de vegetación, en zonas urbanas o en cualquier tipo de 
asentamiento humano: Art. 44. Extraer piedra, arena, cal 
o cualquier clase de minerales de los montes de dominio 
público o considerados de conservación permanente, sin 
autorización previa.

Art. 45. Cortar o transformar la madera dura en carbón 
vegetal, según la clasificación establecida por una 
ley del Gobierno, con fines industriales, energéticos o 
para cualquier otra explotación, económica o no, en 
desacuerdo con las disposiciones legales. 

Art. 46. Recibir o adquirir, con fines comerciales o 
industriales, madera, leña, carbón vegetal y otros 
productos de origen vegetal, sin exigir al vendedor 
la exhibición de licencia, otorgada por la autoridad 
competente, y sin entregar la copia que debe acompañar 
al producto hasta su transformación final.

Art. 48. Impedir u obstaculizar la regeneración natural de 
los bosques y otras formas de vegetación.

Art. 49. Destruir, dañar, lesionar o maltratar, en cualquier 
forma o medio, plantas ornamentales en lugares públicos 
o en propiedad privada ajena.

Art. 50. Destruir o dañar bosques nativos o plantados o 
vegetación fijada en dunas, protegiendo los manglares, 
objeto de especial preservación.

Art. 50-A. Deforestar, explotar económicamente o 
degradar bosques, plantados o nativos, en terrenos de 
dominio público o baldíos, sin autorización del órgano 
competente (Incluido por la Ley nº 11.284, de 2006).

Art. 51. Comercio de motosierras o utilizarlas en 
bosques y otras formas de vegetación, sin licencia o 
registro de la autoridad competente.

Art. 52. Ingresar a las Unidades de Conservación 
portando sustancias o instrumentos aptos para la caza 
o para el aprovechamiento de productos o subproductos 
forestales, sin licencia de la autoridad competente. 

Art. 53. En los delitos previstos en esta Sección, la pena 
se aumentará de un sexto a un tercio si: 

I - el hecho produce la disminución de las aguas 
naturales, la erosión del suelo o la modificación del 
régimen climático.

II - el delito se comete: a) durante el período de caída 
de las semillas; b) en el período de formación de la 
vegetación; c) contra especies raras o en peligro de 
extinción, aunque la amenaza se produzca sólo en 
el lugar de la infracción; d) en épocas de sequía o 
inundaciones; e) durante la noche, los domingos o días 
festivos.

Contaminación y otros delitos: 
Art. 54. Provocar contaminación de cualquier naturaleza 
a niveles tales que provoque o pueda provocar daños a 
la salud humana, o que provoque la muerte de animales 
o la destrucción significativa de la flora.

Art. 55. Realizar la investigación, explotación o 
extracción de recursos minerales sin la autorización, 
permiso, concesión o licencia competente, o en 
disconformidad con la obtenida.

Art. 56. Producir, elaborar, envasar, importar, exportar, 
comercializar, suministrar, transportar, almacenar, 
guardar o utilizar un producto o sustancia tóxica, 
peligrosa o nociva para la salud humana o el medio 
ambiente, en violación de los requisitos establecidos en 
las leyes o reglamentos.

Art. 60. Construir, reformar, ampliar, instalar o 
explotar, en cualquier parte del territorio nacional, 
establecimientos, obras o servicios potencialmente 
contaminantes, sin licencia o autorización de los órganos 
ambientales competentes, o en contravención a las 
normas legales y reglamentarias pertinentes.

Art. 61. Propagar enfermedades o plagas o especies 
que puedan causar daños a la agricultura, la ganadería, 
la fauna, la flora o los ecosistemas.

Delitos contra el Urbanismo y el Patrimonio Cultural:
Art. 62. Destruir, inutilizar o deteriorar:

I - bienes especialmente protegidos por ley, acto 
administrativo o resolución judicial.

II - archivo, registro, museo, biblioteca, galería de arte, 
instalación científica o similar protegida por ley, acto 
administrativo o decisión judicial.

Art. 63. Modificar el aspecto o estructura de un edificio o 
lugar especialmente protegido por ley, acto administrativo 
o resolución judicial, por su valor paisajístico, ecológico, 
turístico, artístico, histórico, cultural, religioso, 
arqueológico, etnográfico o monumental, sin autorización 
de la autoridad competente o en desacuerdo con la 
concedida.

Art. 64. Promover construcciones en suelo no 
urbanizable, o en su entorno, considerado como tal 
por su valor paisajístico, ecológico, artístico, turístico, 
histórico, cultural, religioso, arqueológico, etnográfico o 
monumental, sin autorización de la autoridad competente 
o en disconformidad con la concedida.

Art. 65. Grafitear o ensuciar de cualquier otro modo un 
edificio o monumento urbano.
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Anexo 3 - Glosario brasileño - Cambio climático
Como desarrollo reciente, algunos términos incorporados 
en la temática del cambio climático también se 
incorporaron en la legislación nacional (Ley 12.187), 
como los siguientes: 
I - adaptación: iniciativas y medidas para reducir la 
vulnerabilidad de los sistemas naturales y humanos a los 
efectos actuales y previstos del cambio climático.

II - efectos adversos del cambio climático: cambios 
en el medio físico o en la biota resultantes del cambio 
climático que tienen efectos nocivos significativos 
en la composición, resistencia o productividad de 
los ecosistemas naturales y gestionados, en el 
funcionamiento de los sistemas socioeconómicos o en la 
salud y el bienestar humano.

III - emisiones: liberación a la atmósfera de gases de 
efecto invernadero o de sus precursores en una zona 
concreta y en un periodo determinado.

IV - fuente: proceso o actividad que libera a la atmósfera 
gases de efecto invernadero, aerosoles o precursores de 
gases de efecto invernadero.

V - gases de efecto invernadero: componentes 
gaseosos, naturales o artificiales, que, en la atmósfera, 
absorben y reemiten radiación infrarroja.

VI - impacto: los efectos del cambio climático en los 
sistemas humanos y naturales.

VII - mitigación: cambios tecnológicos y sustituciones que 
reduzcan el uso de recursos y las emisiones por unidad 
de producción, así como la aplicación de medidas que 
reduzcan las emisiones de gases de efecto invernadero 
y aumenten los sumideros.

VIII - cambio climático: cambio en el clima atribuible 
directa o indirectamente a la actividad humana que altera 
la composición de la atmósfera mundial y que se añade 
al causado por la variabilidad natural del clima observada 
durante periodos comparables.

IX - sumidero: proceso, actividad o mecanismo que 
elimina de la atmósfera gases de efecto invernadero, 
aerosoles o precursores de gases de efecto invernadero.

X - vulnerabilidad: grado de susceptibilidad e incapacidad 
de un sistema, en función de su sensibilidad, 
adaptabilidad y del carácter, magnitud y tasa de 
cambio y variación del clima al que está expuesto, 
para hacer frente a los efectos adversos del cambio 
climático. climático, incluida la variabilidad climática y los 
fenómenos extremos.
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Anexo 4 - Metodología (Mapeo de Actores & Detalles de los Talleres)

Mapeo de actores
El objetivo del mapeo de actores fue la identificación de 
actores de Boa Vista (Roraima) afectados, influyentes 
e implicados en la reducción del riesgo de desastres y 
la protección medioambiental. El mapeo de actores se 
centró en los aspectos relevantes del contexto local, 
los conflictos existentes, las relaciones de poder y las 
formas en que se interrelacionan los actores locales.104 El 
análisis permitió seleccionar a las personas participantes 
en el taller de dos días reduciendo el riesgo de causar 
tensiones/conflictos involuntarios durante las actividades. 
Por ejemplo, las relaciones entre las personas 
migrantes y refugiadas de origen venezolano (un grupo 
muy vulnerable a los riesgos medioambientales) y la 
comunidad local brasileña son débiles y están sujetas a 
tensiones y conflictos constantes. Del mismo modo, su 
relación con agentes del sector de seguridad, como la 

Guardia Municipal, es tensa, ya que han sido objeto de 
desalojos forzosos. Reunir a estos grupos en el mismo 
taller pudo haber vulnerado la participación y limitado el 
intercambio de información. 

El ejercicio de mapeo propuso incluir a participantes 
de las comunidades de Alvorada, Amsterdam, João de 
Barro, Vila Nova, Vila Vintém y Warao a Janoko, situadas 
en los municipios de Boa Vista y Cantá, en el estado de 
Roraima. Estas zonas son algunas de las más afectadas 
por los riesgos medioambientales y los fenómenos 
meteorológicos extremos, como sequías, inundaciones, 
tala ilegal e incendios provocados por actividad humana, 
en su mayoría por la deforestación para la ganadería y 
la agroindustria. Debido a su proximidad con la frontera 
venezolana, estas comunidades cuentan con un 
importante número de personas migrantes y refugiadas 
venezolanas. 

Figura 8: Actores implicados en la Adaptación al Cambio Climático (ACC) y la Reducción del Riesgo de 
Desastres (RRD) en Boa Vista, Roraima.

Actores involucrados en la Adaptación al Cambio Climático (CCA) y la Reducción de Desastres (DRR) en Boa Vista, Roraima.
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El mapa de actores anterior incluye la Defensoría 
Pública del Estado de Roraima; el Gobierno del Estado 
de Roraima; la Orden de Abogados de Brasil; el Poder 
Ejecutivo Municipal; la Guardia Municipal; Defensa 

Civil; Cuerpo de Bomberos Militares; Unidades Básicas 
de Salud; Centros de Referencia de Asistencia Social 
(CRAS); Comunidad Brasileña; y personas migrantes y 
refugiadas.
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El mapeo de actores incluye los siguientes actores: 
Gobierno del Estado de Roraima - Consejos Estatales 
y Fundaciones (Governo do Estado de Roraima - 
Conselhos Estaduais e Fundações); Municipio de 
Boa Vista, Roraima – Secretarías del Medio Ambiente 
(Município de Boa Vista, Roraima - Secretarias do 
Portfólio Ambiental); Ministerios, Agencias e Institutos 
(Unilao - Ministérios, Órgãos, Institutos); IBAMA; 
Organizaciones de Protección y Conservación Ambiental 
(Organizaciones de Protección y Conservación 
Ambiental); Fuerza Nacional de Seguridad Pública (Força 

Nacional de Segurança Pública); Fuerzas Armadas 
Brasileñas (Forças Armadas Brasileiras); Organismos 
de Justicia y Seguridad Pública (Organismos de Justiça 
e Segurança Pública); Policía Federal (Polícia Federal); 
Pequeños Mineros (Garimpeiros); Organizaciones de 
Defensa de los Pueblos Indígenas (Organizações de 
Defesa dos Povos Indígenas); Pueblos Indígenas (Povos 
Indígenas); Comunidades ribereñas (Comunidades 
ribeirinhas); Agricultores (Agricultores).

Figura 9: Actores implicados en la protección del medio ambiente en Boa Vista, Roraima.
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Taller de dos días - Boa Vista, Roraima
El objetivo del taller fue la exploración de la perspectiva 
de la comunidad sobre el rol del sector de seguridad en 
los ámbitos de la RRD y la protección medioambiental. 
Los debates del taller se centraron en los riesgos para 
la seguridad local derivados de los efectos del cambio 
climático, los fenómenos meteorológicos extremos y la 
protección medioambiental; los actores implicados en la 
RRD y la protección del medio ambiente; la prestación 
de servicios por parte del sector de seguridad; y el 
impacto en sus comunidades. 

Entre los participantes había personas migrantes y 
refugiadas venezolanas que viven en espacios públicos o 
privados y en refugios de Roraima,105 así como indígenas 
de la etnia warao. Estos grupos son algunos de los más 
afectados por los riesgos medioambientales debido 
a las zonas donde residen y a su fuente de sustento. 
Los Warao106 son personas migrantes y refugiadas 
venezolanos que han cruzado la frontera debido a la 
falta de acceso a alimentos por los altos niveles de 
contaminación del agua por mercurio en sus zonas, así 
como por la crisis económica venezolana.

El taller tenía como objetivo principal examinar las 
perspectivas de la comunidad sobre el rol del sector de 
seguridad brasileño, en coordinación con otros actores 
en la RRD y la protección del medio ambiente. Sin 

embargo, debido a la importante presencia de personas 
migrantes y refugiadas venezolanas en Roraima, 
algunas de las conclusiones de este informe incorporan 
una perspectiva migratoria. 

Las personas migrantes y refugiadas venezolanas se 
encuentran en las zonas más vulnerables a los desastres 
naturales de Roraima, donde a menudo se enfrentan a 
deslizamientos de tierra e inundaciones.  Además, están 
expuestos a la degradación medioambiental provocada 
por actividad humana, como la contaminación del 
agua del río Igarapé, que afecta su salud y seguridad 
alimentaria. Además, debido a la inseguridad económica, 
algunas personas migrantes y refugiadas se dedican 
a actividades ilegales como la caza o la captura de 
aves tropicales para su venta. Estos grupos están 
distanciados de los agentes estatales y desconocen la 
legislación medioambiental y las funciones del sector de 
seguridad. 

Dado que el objetivo general del estudio de evaluación 
es explorar el rol de las instituciones de seguridad 
nacional en la RRD y la protección del medio ambiente, 
las limitaciones relacionadas con el tema de la migración 
y personas refugiadas se mencionan cuando es esencial, 
pero no se exploran en detalle, ya que iría más allá del 
alcance del mandato actual.

Foto: SJMR
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Foto: DCAF

Foto: DCAF

Foto: DCAF

Foto: DCAF
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Foto: DCAF

Foto: DCAF
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Notas al pie
1.	 Roraima is located in Brazil’s North region, sharing borders 

with Venezuela, Guyana, and the states of Amazonas and 
Pará. It has the smallest population of the country, with 
630,000 inhabitants (roughly 250,000 migrants/refugees).

2.	 DCAF – Geneva Centre for Security Sector Governance 2022.

3.	 Corpo de Bombeiros Militar de Roraima (CBMRR) e Defesa 
Civil; Brazilian Army (2); Policia Federal (Environmental 
Crimes Unit, Investigations – Geo-information, Coordenação-
Geral de Repressão a Crimes contra o Meio Ambiente e 
Direitos Humanos da Policia Federal); Policia Militar Roraima 
(PMRR) / Companhia Independente de Policiamento 
Ambiental da Policia Militar de Roraima; Fuzileiros Navais 
(Navy).

4.	 The SJMR is an organization with operations in over 50 
countries and specialized in migration, forced displacement 
and refugees. It has supported thousands of people with the 
provision of free services, emergency interventions, protection 
and projects aimed at integration, psychosocial and pastoral 
support to migrants and refugees, promoting and protecting 
their dignity and rights, as well as accompanying their process 
of social inclusion. For more information, visit SJMR Brazil: 
https://sjmrbrasil.org/quemsomos/

5.	 See Annex 3

6.	 Rainforest Foundation US 2022.

7.	 Thomson 2020.

8.	 Greenpeace n.d.

9.	 The Amazon study area (7,256,362 km2) was defined using 
Eva et al. subregions and Olson et al. biomes which include: 
Amazon sensu stricto, Andres, Guiana, and Gurupi. See: 
Alvez-Valles et al. 2018; Gatti et al. 2021; Achard et al. 2005; 
Olson et al. 2001.

10.	 Government of Brazil 2009.

11.	 Milaré et al. 2021.

12.	 Government of Brazil 2023.

13.	 World Bank 2021.

14.	 USAID 2022.

15.	 It has a low population density, with a territorial extension 
of 224.300.506 km2 and a population of 652.713 Portal 
Amazonia 2022.

16.	 Oliveira and Ramalho 2021.

17.	 Roraima has experienced a large influx of Venezuelan 
migrants since 2013.

18.	 Wladimila 2021.

19.	 World Bank 2021.

20.	 Plataforma CIPÓ 2021.

21.	 Muñoz 2019.

22.	 Souza et al. 2022.

23.	 Tyukavina et al. 2017.

24.	 Gonzaga 2022.

25.	 WWF n.d.

26.	 According to Human Rights Watch, illegal deforestation in 
the Brazilian Amazon is mostly driven by criminal networks 
exploiting timber, often relying on armed men to protect 
their operations, which are robust enough to cover logistical 
capacity to coordinate large-scale extraction, processing, 
and sales. States facing significant illegal logging operations 
are Acre, Amazonas, Pará, Maranhão and Rondônia. The 
Brazilian Amazon spans 4.1 million km2; the Amazon Region 
Protected Areas Program covers 60 million hectares supported 
by donations from the World Bank’s Global Environment 
Facility (The GEF), the German Federal Ministry for Economic 
Cooperation and Development (BMZ), through the German 
Development Bank (KfW), the Amazon Fund, through the 
Brazilian National Development Bank (BNDES), the WWF 
Network, the InterAmerican Development Bank (IDB), 
the Gordon and Betty Moore Foundation (GBMF), Anglo-
American, Natura and O Boticário. Timber is a highly profitable 
commodity facing significant demand both at international and 
domestic markets. See: Muñoz 2019; Environmental Justice 
Atlas 2020; Diaz 2021.

27.	 Rodrigues 2021.

28.	 The budget cuts inflicted by President Bolsonaro’s 
administration have weakened environmental regulation and 
constrained environmental agencies’ capacities for punishing 
environmental criminals. See Branford and Borges 2021; 
Up until 2016, 96 infractions due to environmental crimes 
were issued. The most common were fauna irregular trade, 
unauthorised captivity, exploitation of the image of an abused 
or mistreated animal, hunting and capturing a wild animal. The 
states with the highest rates of infractions were São Paulo 
(27% of the total), Rio de Janeiro (14%) and Pará (12%). 
See IBAMA 2016; The most common environmental crimes 
are those related to Article 46 of the Environmental Crimes 
Law : « taking, acquiring, selling, storing, or transporting for 
commercial or industrial purposes, wood, firewood, charcoal 
and other forest products without authorization » Brito, 
Barreto, and Rothman 2005.

29.	 Tuxá, Guajajara, and Terena 2022; Mapbiomas n.d.

30.	 UN-OHCHR 2021.

31.	 Rodrigues 2021.

32.	 Menegassi 2021.

33.	 ND-GAIN 2023.
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34.	 World Bank 2022.

35.	 Ibid.

36.	 Pruitt-Young 2021.

37.	 Government of Brazil 2020.

38.	 Mercure et al. 2019.

39.	 Government of Brazil 2020.

40.	 Ceratti 2016.

41.	 Marques, Gunkel, and Sobral 2019.

42.	 Barni et al. 2015; Also see recent information about 
environmental crimes / illegal activities in Roraima in Cowie, 
Costa, and Prado 2022.

43.	 GPRAM - Grupamento de Proteção Ambiental 2022a.

44.	 According to Sinéia Wapichana, an indigenous leader from 
the region. Roraima 1 2021; Indigenous workshop participants 
also stated the issue of mercury pollution of water sources, 
which has undermined their food security.

45.	 Brazil is a federal republic with three levels of government: (1) 
the central or Union government; (2) 26 state governments 
and the Federal District government; and (3) over 5,500 
municipal governments.

46.	 The Ministry of National Integration (MNI) through its National 
Secretariat of Civil Defense (NSCD) which coordinates the 
National Civil Defense System (SINPDEC).

47.	 To understand what is considered a disaster, risk, and the 
concepts such as mitigation strategy and preparedness 
through the Brazilian legislation, please see Annex 1.

48.	 Calheiros, de Castro, and Dantas 2009.

49.	 Consult Annex 1 for more details on the concepts.

50.	 Important to note that a region will have a command for the 
units inside the limits of the municipality. Usually, the closest 
unit or the one with the more adequate resources is triggered. 
If they need assistance, the same command will call for other 
units. If still is not enough, the command can contact other 
commands in nearby regions.

51.	 Ministry of Defense of Brazil - Joint Staff of the Armed Forces 
2015.

52.	 For the purpose of this document, the Brazilian armed forces 
are composed of the Air Force, the Navy, and the Army, while 
the Military Police and the Military Fire Brigade will be explicitly 
mentioned. In Brazil, each branch of the military (Air Force, 
Navy, and Army) divide their areas of responsibility into 8 
different commands, based on the geography of the country 
and the potential action of each force. This means there are 
different instances of cooperation at the vertical and horizontal 
levels.

53.	 Catve 2019.

54.	 G1 2011a.

55.	 For more information, visit CEMADEN’s website. 

56.	 The program relies on information and communication 
technologies in the areas of citizen science, information 
sharing, and participatory management of community 
interventions.

57.	 For more information on the possibilities of remote 
technologies, see also Buffon and Mendonça 2021.

58.	 For more information visit: Coordenação-Geral de Observação 
da Terra. “Monitoramento do Desmatamento da Floresta 
Amazônica Brasileira por Satélite” and “Deter e Deter Intenso”

59.	 World Weather Attribution 2022.

60.	 G1 2011b.

61.	 Ministry of Defense of Brazil 2009.

62.	 To fulfill the objective XIII of the PNPDEC.

63.	 To understand what is considered an environmental crime in 
Brazil, please read Annex 2.

64.	 Polícia Militar de São Paulo 2022.

65.	 Milaré et al. 2021.

66.	 Visit Instituto Chico Mendes Institute de Conservação da 
Biodiversidade 

67.	 Milaré et al. 2021.

68.	 Diniz et al. 2015.

69.	 Waisbich, Andrade, and Brasil 2021.

70.	 As part of its activities, the Federal Police supports the 
program Brasil MAIS, in cooperation with 200 at the federal, 
state and municipal level.
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71.	 Roraima’s Municipal Guard has a unit which is part of the 
Civil Defense (Defesa Civil). It has functions of prevention, 
response and reconstruction in face of natural disasters. It 
often participates in DRR efforts along with Military Police and 
Military Fire Brigade.

72.	 Trancoso 2021.

73.	 Albertolli, Gomes Couto, and McGuire 2021.

74.	 Tollefson 2021.

75.	 Spring 2021.

76.	 Albertolli, Gomes Couto, and McGuire 2021.

77.	 Joint operations between Bolivia and Brazil ‘by air, land and 
river’ against organized crime on the 3,400-kilometer border 
they share are common. See La Información 2013.

78.	 Operation Tumucumaque. The activity, which took place from 
April 11 to 13, 2019, was coordinated, on the Brazilian side, 
by the Amapá Border Command and the 34th Jungle Infantry 
Battalion (CFAP/34o BIS), headquartered in the northern 
state of Amapá. of Brazil, and, on the Guyanese side, by 
the Third Foreign Infantry Regiment (3rd REI). The objective 
was to combat cross-border and environmental crimes in the 
region. Approximately 150 Brazilian and 150 French military 
participated in Tumucumaque. Blockades and river controls, 
area control, river and land patrols were carried out. Diáologo 
Américas 2019.

79.	 Operation Bracolper 2022. The operation included 15 missions 
to exchange information on intelligence, surveillance, and 
control of biodiversity and the environment, comprehensive 
action days, and standardization of procedures in order to 
strengthen the capacities of the three naval institutions to 
combat transnational threats. and common crimes (drug 
trafficking, environmental exploitation, wildlife trafficking, 
illegal mining) in the Amazon area. The exercises were carried 
out in three phases (July, August and September) and were 
carried out between the river ports of Iquitos (Peru), Leticia 
(Colombia) and Manaus (Brazil). InfoDefensa 2022.

80.	 Szklarz 2020.

81.	 Fórum Brasileiro de Segurança Pública 2022, 7.

82.	 “Tras las huellas de la palma”, translated as “In the footsteps 
of the palm” is a cross-border investigation coordinated by 
Mongabay Latam in partnership with Agencia Ocote from 
Guatemala, La Barra Espaciadora from Ecuador, France 24 
in Spanish from Colombia and Contracorriente and Colectivo 
Linea 84 from Honduras.

83.	 Tras las Huellas de la Palma Alliance 2022b.

84.	 Muñoz 2019.

85.	 Inspections focused on administrative inspections are focused 
on reviewing compliance with the normative and regulatory 
framework with respect to permits for activities related to the 
management and exploitation of natural resources.

86.	 Waisbich et al. 2022.

87.	 Brazil significantly reduced legal mercury imports starting 
2014. By 2021, the country completely eliminated mercury 
imports. Source: Interview Federal Police, Environmental 
Crimes Unit. For more information see: Bispo 2022; OCHA 
2022.

88.	 GPRAM - Grupamento de Proteção Ambiental 2022b.

89.	 HRW 2021.

90.	 Brown 2022.

91.	 Climate Counsel, Greenpeace Brasil, and Observatorio do 
Clima 2022.

92.	 Hines 2022.

93.	 Ibid.

94.	 Diáologo Américas 2022.

95.	 Tras las Huellas de la Palma Alliance 2022a.

96.	 Dolce 2022.

97.	 Warren 2022.

98.	 Ibid.

99.	 UNICEF 2019.

100.	 Operation ‘Joint Agata’ is carried out against crimes on the 
Western Amazon border. 

101.	 Albertolli, Gomes Couto, and McGuire 2021.

102.	 Hammerschmidt et al. 2021. They implement the Protocol 
for Expert Report in Animal Welfare (PERAW) as guidance 
for the first approach to complaint cases related to animal 
mistreatment.

103.	 Saito, Teixeira de Lima, and Carvalho de Assis Dias 2019.

104.	 Course 3: Conflict Analysis and Strategic Management in 
Complex Settings. DPP-CFM Module 1. Oliver Jütersonke & 
Cristina Hoyos

105.	 In Boa Vista, 1,803 people live in 13 urban shelters and in 
Pacaraima (a city bordering Venezuela), there are 4,225 
people in all in the 17 shelters formed there, totaling 6,028 
migrants and refugees (2,274 men, 1,667 women and 2,087 
under 18 years of age). These shelters have the logistical 
support of non-governmental organizations to meet basic 
needs of food, hygiene, and access to public services, as well 
as socio-educational work to provide greater social integration 
with Brazilians. The second profile group were indigenous 
peoples of the warao ethnic group, of which it is estimated that 
5,799 of them live in Brazilian territory.

106.	 UNHCR 2021.
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